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LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS 

. : ..•. ' ~> 

TEMARIO 

l. Introducción 
a) presentación del curso y la dinámica a seguir 
b) marco jurídico de la administración pública en México 
e) exposición sobre la perspectiva de ·la ley y su aplicación en la ética de Jos 

servidores públicos 
2. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

a) análisis del título cuarto sobre las responsabilidades de los servidores públicos 
(bajo Jos comentarios de Emilio O. Rabasa y Gloria Caballero) 

b) exposición por equipos, preguntas y comentarios 
3. Ley Federal de Responsabilidades de Jos Servidores Públicos 

· a) análisis de las responsabilidades del servidor público 
b) revisión de la ley federal 
e) retroalimentación e intercambios 

4. Declaración de la situación patrimonial del servidor público 
a) revisión del marco normativo 
b) importancia de la tarea del servidor público 
e) consideraciones acerca de la situación patrimonial del servidor público 

S. Delitos contra el servicio público 
a) legislación vigente 
b) recopilación de información e intercambio 
e) comentarios 

6. Infraestructura ética: funciones y componentes 
a) reflexión acerca de Jos componentes y funciones del organismo público 
b) revisión de códigos de ética 

Conclusiones (todo el grupo de trabajo) 
Bibliografía de referencia 
Sitios de interés 

Dinámica de trabajo: 
• Se formarán pequeño equipos de trabajo durante la sesión, los cuales expondrán sus puntos de vista 

según el material impreso que se les proporcione. 
• En el transcurso de las sesiones se proporcionarán algunos artículos, con anticipación, para recibir 

comentarios al respecto. 
• Trabajaremos con algunos de los periódicos de circulación nacional. 
• Cada equipo seleccionará algunas de las notas periodísticas que considere más relevantes sobre el 

tema. 
• Evaluación al final del curso que comprende un breve ensayo (5 páginas) con el título: "Factores de 

influencia en la ética y la responsabilidad del servidor público en México". 
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l. INTRODUCCIÓN 

La Administración Pública es un conjunto de ordenamientos efectivos para las organizaciones 

donde interviene el poder público, y que por lo tanto, se encuentran inmersas en el desarrollo de las 

instituciones del Estado. Todo lo público es de la sociedad, del pueblo, la distribución y ordenamiento 

de los servicios que se ofrecen al pueblo se refieren al arte de la administración. 

Lo siguiente es entender qué es el Estado. Existen tres concepciones fundamentales sobre su origen: 

la concepción organicista, según la cual el Estado es independiente de los individuos y anterior a ellos, 

es decir, que el Estado existe per se y no es una creación humana; la concepción contractual, por la 

cual el Estado es una creación de los individuos; y, la concepción formalista que ve al Estado como 

una creación humana pero sustentada en un marco jurídico. 

Podemos afirmar que, en general, el Estado ha sido estudiado en función de las relaciones entre la 

sociedad política y la sociedad civil, para determinar su contenido, en la medida en que estas 

instancias producen una serie de relaciones políticas, jurídicas, económicas y administrativas que dan 

dirección y, por tanto, lo caracterizan. 

El Estado es una instancia de negociación y conciliación de intereses económicos, pero ningún tipo de 

política económica, en lo que a la acción política se refiere, puede ser realizada por el Estado sin antes 

considerar las siguientes premisas: 

a) la operación de instituciones como la formalización concreta de las relaciones entre grupos e 

individuos; 

b) sustentación de lo anterior en su legitimidad como autoridad política; 

e) el logro de cierta unanimidad en cuanto a aprobación social; y, 

d) promover un marco jurídico en el cual descanse su legalidad. 

El Estado es' una asociación política cuyo orden ha sido otorgado y es impuesto por un cuadro 

administrativo. El otorgamiento del orden implica una estructura clasista. Cuando el uso de la fuerza 

no es legítimo, tampoco se tiene un Estado propiamente dicho. Max Weber caracteriza al Estado por 

1 Revisión de conceptos: Asocwción polfllca, inslltuto, orden, Estado. 
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los medios que utiliza como asociación de dominación y no por sus fines. Para él, el Estado debía ser 

el realizador . de los intereses nacionales globales y el protector del libre juego de las fuerzas 

económicas. Propugnaba un Estado fue~e con una política de potencia (realpoliti/(j para defender los 

intereses nacionales en la política internacional. 

Se rechaza el tratamiento de la burocratización como un problema instrumental se trata de un 

problema político, de un problema de poder, en el que se marca la cuestión de la eficiencia. Se 

entiende que considerar a la burocracia sólo como una cuestión de eficiencia y de mal funcionamiento 

implica un fuerte sesgo hacia el mantenimiento del sistema, una posición pro-statu quo. La burocracia 

vista como problema social y político ligada más al cambio del sistema. 

La palabra Gobierno proviene del latín Gubernatio-onis, de Gubernare, gobernar. Es el grupo de 

personas que ejercen el poder en un Estado, administrando, dirigiendo, guiando o conduciendo. La 

acción y efectos de la política comprenden al conjunto de instituciones con las cuales se administra 

un Estado. 

Desde el punto de vista internacional el Gobierno puede ser Parlamentario o Presidencial, en el 

primero ejerce el poder el Órgano Legislativo mientras en el segundo el Ejecutivo. Aquel se divide en 

Jefe de Gobierno o Primer Ministro y en Jefe de Estado, el parlamento está facultado para exigir la 

renuncia al Jefe de Gobierno. En el segundo, el ejecutivo tiene preponderancia y queda representado 
' 

por un Presidente, quien reúne la calidad de Jefe de Gobierno y Jefe de Estado. 

En los Estados Unidos Mexicanos el Gobierno está dividido en tres poderes: Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial. Cada uno de los cuales cuenta con una estructura orgánica para su desempeño. Al Ejecutivo 

le corresponde la toma de decisiones o administración del Estado, ejecutado a través del Presidente 

de la República, elegido cada seis años por votación directa y secreta de los ciudadanos mayores de 

18 años. 

El poder Legislativo está a cargo de la emisión de las normas jurídicas bajo las cuales se establecen 

los lineamentos a seguir por la sociedad que conforma al Estado, dividido en el ámbito federal en dos 

cámaras: Diputados y Senadores y en el ámbito estatal únicamente por diputados locales. Al Judicial 
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le compete expresar a quién le asiste el derecho en el caso de los conflictos que se presenten entre 

los particulares; la Federación, las Entidades o Municipios. 

Funcionarios públicos 

Max Weber (1994) determina la división de los funcionarios públicos en dos categorías: 

profesionales y políticos: 

"A los funcionarios "políticos" en el verdadero sentido de la palabra cabe 

identificarlos exteriormente por el hecho de que pueden ser trasladados o destituidos a 

placer, o colocados en situación de "disponibilidad" ( . .) en Inglaterra son 

funcionarios políticos todos aquellos que, según una convicción firmemente 

establecida, cesan en sus cargos cuando cambia la mayoría parlamentaria y, por 

tanto, el Gabinete". (p.25) 

"Los funcionarios profesionales especializados, como el consejero o el jefe de sección, 

estaban infinitamente mejor informados que su Jefe (refiriéndose al funcionario 

político) sobre los verdaderos problemas técnicos del ramo ... "(p.26) 

En México cualquier cambio en la administración pública se presenta comúnmente al termino de cada 

legislatura, o sea, cada tres años. Sin embargo, al comenzar cada periodo presidencial todos los 

funcionarios esperan grandes cambios al interior de la burocracia. Aquellos que desempeñan sus 

actividades dentro de la Administración Pública son denominados Servidores Públicos, el artículo 

108 Constitucional especifica que"(,.) en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo 

o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal o en el Distrito Federal" se le 

considerará servidor público. 

La Organización de Estados Americanos (OEA) en su Convención Interamericana contra la Corrupción 

del 29 de marzo de 1996, define lo que entiende por Funcionario Público, Oficial Gubernamental o 

Servidor Público expresando: "Cualquier funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los 

que han sido seleccionados, designados o. electos para desempeñar actividades o funciones en nombre del 

Estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos" (Pág. 2, Convención OEA) 
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También la legislación considera los actos en contra del servicio público, es decir, en contra de las 

funciones para las que fueron creadas las instituciones; bajo las cuales descansa no sólo la razón de 

ser del Estado sino la estabilidad social y política de un país. El Presidente de la República durante el 

tiempo de su encargo sólo podrá ser acusado por traición a la patria y delitos graves del orden 

común. Los gobernadores de los estados, los diputados a las legislaturas locales, los magistrados de 

los. tribunales superiores de justicia locales y, en su caso, los miembros de los consejos de las 

judicaturas, serán responsables por violaciones a esta Constitución y a las leyes federales, así como 

por el manejo indebido de fondos y recursos federales. 

Los Gobernadores de los Estados, Diputados Locales, Magistrados de los Tribunales Superiores de 

Justicia Locales y en su caso los miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, sólo podrán ser 

sujetos de juicio político por violaciones graves a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y a las leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo indebido de fondos y 

recursos federales pero en este caso la resolución será únicamente declarativa y se comunicará a las 

legislaturas locales para que, en ejercicio de sus atribuciones, procedan como corresponda. Las . 

sanciones consistirán en la destitución del servidor público y en su inhabilitación para desempeñar 

funciones, empleos cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público. 

En el desempeño del empleo, cargo, comisión, todos los servidores públicos de la federación, .tienen la 

obligación de actuar con honradez, legalidad, lealtad, imparcialidad y eficiencia, de conformidad con lo 

establecido entre otras leyes por la Constitución, la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos, El Código Penal para toda la República en materia Federal, la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, Código Fiscal de la Federación, Código Civil para toda la República en 

Materia Federal y Código Federal de Procedimientos Civiles. 

En resumen, el servidor público es el último factor, en la estructura administrativa del gobierno, y el 

primero en importancia en la efectividad de las instituciones. Precisamente por ello se requiere de un 

análisis más detallado de su corresponsabilidad con la sociedad y el marco jurídico que permite 

arraigar más allá del compromiso institucional un sistema de códigos éticos que fortalezcan las 

acciones del Estado sobre la sociedad y viceversa. 
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1. CONSTITUCIÓN POÚllCA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

TITULO CUARTO 

De las Responsabilidades de los Servidores Públicos 

Artículo 108 

Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Titulo se reputarán como servidores 

públicos a los representantes de elección popular, a los miembros del Poder Judicial Federal y del 

Poder Judicial del Distrito Federal, los funcionarios y empleados, y, en general, a toda persona que 

desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal 

o en el Distrito Federal, así como a los servidores del Instituto Federal Electoral, quienes serán 

responsables por los actos u omisiones . en que incurran en el desempeño de sus respectivas 

funciones. 

El Presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado por traición a 

la patria y delitos graves del orden común. 

Los Gobernadores de los Estados, los Diputados a las Legislaturas Locales, los Magistrados de los 

Tribunales Superiores de Justicia Locales y, en su caso, los miembros de los Consejos de las 

Judicaturas Locales, serán responsables por violaciones a esta Constitución y a las leyes federales, así 

como por el manejo indebido de fondos y recursos federales. 

Las Constituciones de los Estados de la República precisarán, en los mismos términos del primer 

párrafo de este artículo y para los efectos de sus responsabilidades, el carácter de servidores públicos 

de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en los Estados y en los Municipios. 

El primer documento constitucional mexicano -el de Apatzingán-, consecuente con su ideal democrático, 

estableció la responsabilidad de los funcionarios y la manera de hacerla efectiva. Este principio, fundamental 

en un estado de derecho, fue recogido por la Constitución de 1824 y por la de 1857, en donde se eslableció un 

titulo especial para regular esa responsabilidad y determinar la competencia de los órganos ante quienes se 

exigía. 
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La Constitución de 1917 acogió en los siete artículos que integran el título cuarto dos principios fundamentales: 

el de la igualdad ante la ley de todos los habitantes de la República y el de "la responsabilidad de todos los 

servidores públicos" así como "el procedimiento para juzgarlos y la penalidad respectiva".' 

La exposición de motivos que acompaño a la iniciativa de las reformas publicadas en el Diario Oficial el 28 de 

diciembre de 1982, comienza con estas palabras: "La libertad individual para pensar y hacer es cuestión de 

cada quien. No corresponde al Estado tutelar la moralidad personal que la inspira. Pero el Estado tiene la 

obligación ineludible de prevenir y sancionar la inmoralidad social, la corrupción. Ella afecta los derechos de 

otros, de la sociedad, y los intereses nacionales. Y en el México de nuestros días, ·nuestro pueblo exige con 

urgencia una renovación moral de la sociedad que ataque de raíz los daños de la corrupción en el bienestar de 

su convivencia social". 

Dichas reformas modificaron las disposiciones de este título y su nombre mismo, pues antes se refería a los 

funcionarios públicos y sus responsabilidades y hoy comprende a los servidores públicos. o sea, quienes. 

desempeñan un empleo, cargo o comisión en el Gobierno federal o del Distrito Federal, en el Congreso de la 

Unión o en el Poder Judicial, sea federal o del Distrito Federal. Todos deben responder por sus actos y 

omisiones en el desempeño de sus funciones. 

El artículo 108. además de precisar el concepto de servidor público federal. ordena que las constituciones de 

cada Estado de la República hagan lo propio, es decir, que legislen para señalar quienes, en el Estado de que se 

trate, son servidores públicos -incluyendo a los municipales- y establezcan el régimen de responsabilidades en 

que pueden incurrir, apoyándose en los términos de esta reforma a la Constitución Federal. 

También señala --como hacía el texto anterior- que el Presidente de la República sólo podrá ser acusado, en 

tanto desempeñe ese alto cargo, por traición a la patria y delitos graves del orden común. Se trata así de 

proteger al Jefe del estado y la alta magistratura que desempeña. Al hacerlo se defiende la estabilidad social y 

política del país. 

Establece que los altos funcionarios locales: diputados, gobernadores y magistrados, además de quedar 

sometidos a los principios estatuidos por la constitución de su Estado y las demás leyes aplicables respecto a las 

responsabilidades en que pudieran incurrir en el desempeño de su puesto, y mientras lo ejerzan, deben 

responder por violaciones cometidas a la Constitución y a las leyes federales, así como por el empleo indebido 

de los fondos y recursos federales que suelen manejar en virtud de sus cargos (véase artículo 110) 

Artículo 109 

'Nota de O. Rabasa: Dictamen de la Segunda Comisión de Constitución del Congreso de Querétaro. 

Curso: Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos 
Ju/io2002 

7 



El Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados, dentro de los ámbitos de sus respectivas 

competencias, expedirán las leyes de responsabilidades de los servidores públicos y las demás normas 

conducentes a sancionar a quienes, teniendo este carácter, incurran en responsabilidad, de 

conformidad con las siguientes prevenciones: 

1.- Se impondrán, mediante juicio político, ·las sanciones indicadas en el artículo 110 a los servidores 

públicos señalados en el mismo precepto, cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u 

omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho. 

No procede el juicio político por la mera expresión de ideas. 

II.- La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público será perseguida y sancionada en los 

términos de la legislación penal; y 

III.- Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que 

afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño 

de sus empleos, cargos o comisiones. 

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas se desarrollarán autónomamente. 

No podrán imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza. 

Las leyes determinarán los casos y las circunstancias en los que se deba sancionar penalmente por 

causa de enriquecimiento ilícito a los servidores públicos que durante el tiempo de su encargo, o por 

motivos del mismo, por sí o por interpósita persona, aumenten substancialmente su patrimonio, 

adquieran bienes o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya procedencia lícita no pudiesen 

justificar. Las le-yes penales sancionarán con el decomiso y con la privación de la propiedad_de dichos 

bienes, además de las otras penas que correspondan. 

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y mediante la presentación de elementos 

de prueba, podrá formular denuncia ante la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión respecto 

de las conductas a las que se refiere el presente artículo. 

Esta disposición se refiere a varios temas: 

En primer lugar, establece la obligación a cargo del Congreso Federal y de las legislaturas locales, cada uno 

dentro de su respectiva competencia, legislar sobre las responsabilidades de los servidores públicos y las 

sanciones a que se hagan acreedores. O sea, deben elaborar las leyes reglamentarias del Título Cuarto de la 

Constitución de la República o de las disposiciones respectivas de las constituciones legales. El Congreso de la 

Unión expidió, y apareció publicada en el Diario Oficial de 31 de diciembre de 1982 bajo el nombre de la Ley 

Federal de Responsabilidades que pueden cometer los servidores públicos. 
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En segundo término, clasifica las responsabilidades que pueden cometer los servidores públicos en tres 

categorías: 

/. Políticas, cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones que redunden en 

perjuicio de los altos interes públicos e incidan, en forma ;ustancial. en la buena marcha de los 

asuntos a su cargo (veánse articulo 76. fracción VII y articulo 110) Este juicio no procede por la 

mera expresión de idea, pues de lo contrario se violaría el artículo 6° y en materia politica la 

libertad de expresión debe ser irrestricta. 

11. Penales, cuando cometan delitos previstos en las leyes p~nales, en cuyo caso quedarán sometidos a 

sus disposiciones. 

l/1. Administrativas. cuando en el ejercicio de su cargo procedan sin apoyo en la ley o contraviniendo 

sus preceptos, o sea, cuando sus actos u omisiones carezcan de legalidad. pues en nuestro régimen 

todo acto gubernamental tiene apoyo en una disposición legislativa; obren contra el recto 

cumplimiento del deber, es decir, violen la honradez a que están obligados al desempeñar el 

empleo, cargo o comisión; actúen sin la lealtad debida al trabajo que desempeñen o lo realicen sin 

la eficiencia e imparcialidad que están obligados a guardar. Estos actos u omisiones no son tan 

graves como para constituir un delito ni tan serios como para ser materia de juicio político. 

Los procedimientos a que se verán sometidos quienes incurran en alguno de los tres tipos de responsabilidad 

serán también diversos entres sí y autónomos. Sin embargo, como es principio de derecho que nadie puede ser 

juzgado dos veces por el mismo acto en juicios de la misma naturaleza -principio de la cosa juzgada-, cuando 

un servidor público es condenado o absuelto en el juicio político puede quedar sometido a proceso penal o 

juzgado por responsabilidad administrativa. Los resultados a que se llegue en cada uno de ellos son 

independientes entre si. y ninguno prejuzga sobre los otros. pues son tres juicios de distinta naturaleza. 

Asimismo, y como se decía en la iniciativa: "Ofrece la garantía de que no podrán imponerse dos veces a una 

misma conducta sanciones de la misma naturaleza por los procedimientos autónomos facultados para 

aplicarlas ". 

En tercer lugar. se refiere al enriquecimiento ilícito de los servidores públicos. es decir, a aquellos casos en que 

adquirieron por sí mismos o por intermedio de otros. bienes que aumenten su patrimonio, riqueza cuyo origen 

no puedan justificar. En tales casos. la legislación penal configurará los delitos y establecerá las sanciones a 

las conductas ilegales y los servidores infieles quedarán sujetos a los procedimientos penales, en virtud de los 

cuales. de ser declarados culpables. se les podrán imponer penas. entre ellas el decomiso de sus propiedades. 

Por último. establece que cualquier persona -bajo su exclusiva responsabilidad y aportando las pruebas 

necesarias- podrá denunciar ante la Cámara de Diputados las conductas a su entender ilícitas de cualquier 

servidor público. 
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Artículo 110 

Podrán ser sujetos de juicio político los senadores y diputados al Congreso de la Unión, los Ministros 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Consejeros de la Judicatura Federal, los Secretarios 

de Despacho, los Jefes de Departamento Administrativo, los Diputados a la Asamblea del Distrito 

Federal, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, el Procurador General de la República, el Procurador 

General de Justicia del Distrito Federal, los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, los 

Magistrados y Jueces del Fuero Común del Distrito Federal, los Consejeros de la Judicatura del Distrito 

Federal, el consejero Presidente, los Consejeros Electorales, y el Secretario Ejecutivo del Instituto 

Federal Electoral, los Magistrados del Tribunal Electoral, los Directores Generales y sus equivalentes 

de los organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y 

asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos. 

Los Gobernadores de los Estados, Diputados Locales, Magistrados de los Tribunales Superiores de 

Justicia Locales y, en su caso, los miembros de los Consejos de las Judicaturas Loc.ales, sólo podrán 

ser sujetos de juicio político en los términos de este titulo por violaciones graves a esta Constitución y 

a las leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo indebido de fondos y recursos 

federales, pero en este caso la resolución será únicamente declarativa y se comunicará a las 

Legislaturas Locales para que, en ejercicio de sus atribuciones, procedan como corresponda. 

Las sanciones consistirán en la destitución del servidor público y en su inhabilitación para desempeñar 

funciones, empleos, cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público. 

Para la aplicación de las sanciones a que se refiere este precepto, la Cámara de Diputados procederá 

a la acusación respectiva ante la Cámara de Senadores, previa declaración de la mayoría absoluta del 

número de los miembros presentes en sesión de aquella Cámara, después de haber sustanciado el 

procedimiento respectivo y con audiencia del inculpado. 

Conociendo de la acusación la Cámará de Senadores, erigida en Jurado de sentencia, aplicará la 

sanción correspondiente mediante resolución de las dos terceras partes de los miembros presentes en 

sesión, una vez practicadas las diligencias correspondientes y con audiencia del acusado. 
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Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores son inatacables. 

Consagra esta disposición las bases del juicio plítico que procede contra servidores públicos por las faltas y 

omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y el buen despacho de sus 

funciones (véase artículo 76, fracción VII), pues: 

J. Señala qué servidores pueden ser sujetos a él. La enumeración es restrictiva. o sea. sólo podrán ser 

enjuiciados políticamente quienes ejerzan los cargos de senador o diputado al Congreso de la 

Unión, ministro de la Suprema Corte de Justicia de la nación. secretario de despacho. jefe de 

departamentos administrativos, jefe de gobierno del Distrito Federal, procurador general de la 

República y del distrito Federal, magistrado de circuito,jue= del orden común del Distrito Federal y 

representantes a la Asamblea del Distrito Federal, así como los directores generales del sector 

paraestatl: Organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria y 

fideicomisos públicos. 

Los servidores públicos de los estados -gobernadores. diputados locales y magistrados de los 

tribunales superiores-, sólo podrán ser sometidos a juicio político, en los térmmos que señala la 

Constitución de la República. cuando se les acuse de haber incurrido en violaciones graves a la ley 

suprema o a leyes federales, o bien por manejo indebido de fondos o recursos federales. Sin 

embargo, en respeto a 1 orden federal, los presuntos responsables serán puestos a disposición de la 

legislatura local correspondiente para que, conforme a las leyes aplicables, sean ju=gados. 

JI. Establece las sanciones aplicables. Son dos: La destitución del cargo y la inhabilitación 
para ocupar otro servicio público. O sea, de hallar culpable al servidor público. además de 
perder el puesto se le podrá condenar a no desempeñar otro cualquiera, como castigo a su 
conducta. 

111. Precisa los procedimientos. El juicio político se iniciará en la Cámara de Diputados la que, 
de estimar presunto responsable al servidor. lo acusará ante la de Senadores. El Senado. 
constituido en jurado de sentencia, tiene a su cargo juzgar al presunto responsable y 
decidir si es culpable o inocente. Tanto la decisión de la Cámara de Diputados como la 
sentencia emitida por el Senado serán inatacables, es decir, no podrán ser impugnadas ante 
autoridad alguna. ni tendrá posibilidad el acusado de promover el juicio de amparo. 
El inculpado tendrá derecho a ser oído y a defenderse de las acusaciones hechas en su 
contra ante cada una de las cámaras. 

Artículo 111 

Para proceder penal mente contra los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión, los Ministros de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral, 

los Consejeros de la Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho, los Jefes de Departamento 

Administrativo, los Diputados a la Asamblea del Distrito Federal, el Jefe de Gobiemo del Distrito 
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Federal, el Procurador General de la República y el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, 

así como el Consejero Presidente y los Consejeros _Electorales del Consejo General del Instituto 

Federal Electoral, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados 

declarará por mayoría absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a proceder 

contra el inculpado. 

Si la resolución de la Cámara fuese negativa se suspenderá todo procedimiento ulterior, pero ello no 

será obstáculo para que la imputación por la comisión del delito continúe su curso cuando el inculpado 

haya concluido el ejercicio de su encargo, pues la misma no prejuzga los fundamentos de la 

imputación. 

Si la Cámara declara que ha lugar a proceder, el sujeto quedará a disposición de las autoridades 

competentes para que actúen con arreglo a la ley. 

Por lo que toca al Presidente de la República, sólo habrá lugar a acusarlo ante la Cámara de 

Senadores en los términos del artículo 110. En este supuesto, la Cámara de Senádores resolverá con 

base en la legislación penal aplicable. 

Para poder proceder penalmente por delitos federales contra los Gobernadores de los Estados, 

Diputados Locales, Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados y, en su caso, 

los miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, se seguirá el mismo procedimiento 

establecido en este artículo, pero en este supuesto, la declaración de procedencia será para el efecto 

de que se comunique a las Legislaturas Locales, para que en ejercicio de sus atribuciones procedan 

como corresponda. 

Las declaraciones y resoluciones de las Cámara de Diputados o Senadores son inatacables. El efecto 

de la declaración de que ha lugar a proceder contra el inculpado será separarlo de su encargo en 

tanto esté sujeto a proceso penal. Si éste culmina en sentencia absolutoria el inculpado podrá 

reasumir su función. Si la sentencia fuese condenatoria y se trata de un delito cometido durante el 

ejercicio de su encargo, rio se concederá al reo la gracia del indulto. 
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En demandas del orden civil que se entablen contra cualquier servidor público no se requerirá 

declaración de procedencia. 

Las sanciones penales se .aplicarán de acuerdo con lo dispuesto en la legislación penal, y tratándose 

de delitos por cuya comisión el autor obtenga un beneficio económico o cause daños o perjuicios 

patrimoniales, deberán graduarse de acuerdo con el lucro obtenido y con la necesidad de satisfacer 

los daños y perjuicios causados por su conducta ilícita. 

Las sanciones económicas no podrán exceder de tres tantos de los beneficios obtenidos o de los 

daños o perjuicios causados. 

Este artículo establece los principios rectores de/llamado juicio de procedencia o desafuero. 

Señala qué servidores públicos gozan de fuero constitucional, en razón del alto cargo que desempeñan. El fuero 

significa inmunidad y no impunidad, esto es, quienes lo poseen también están sujetos a los procedimientos y 

penas establecidas por las leyes, pero antes de que sean consignados ante las autoridad penales competentes y 

sujetos a proceso se requiere un acto previo y especial: El desafuero o juicio de procedencia. por el que se 

suprime la inmunidad de que gozaban hasta ese momento. Para salvaguardar al máximo su libertad de 

expresión, los diputados y senadores sólo son impunes por los delitos que pudieran cometer al expresar ideas y 

opiniones en el ejercicio de su cargo (véase artículo 61) 

Cuando un servidor público ocupe los puestos que enumera este artículo -dtputados y senadores al Congreso de 

la Unión. ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. secretarios de Estado, jefes de departamentos 

administrativos, jefe del gobierno del Distrito Federal, procurador General de la República y del Distrito 

Federal- y sea señalado como responsable de haber cometido un delito configurado en las leyes penales, 

requiere que se le siga el juicio de procedencia o desafuero. para que concluido éste, si se le priva del fuero, 

quede a disposición del juez penal competente para ser juzgado por él. 

La Cámara de Diputados es la encargada de sustanciar los juicios de procedencia, pero cuando en virtud de la 

resolución que emita no se declare el desafuero, y por lo tanto no se ponga el acusado a disposición de las 

autoridades penales, éste podrá de todos modos ser sometido a juicio cuando cese en sus funciones y concluya 

la mmunidad constitucional de que gozaba. pues la Cámara no actúa como jurado penal y su opinión no 

prejuzga sobre el fondo del asunto. Por otra parte mientras desempeña el cargo queda interrumpida la 

prescripción (véase artículo 11-1) 
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Sólo en un caso el Senado_ puede llegar a convertirse en jurado penal: Cuando el Presidente de la república sea 

acusado de traición a la paíria o de haber cometido graves delitos del orden común Pero la Cámara de 

Senadores decide entonces el fondo de estos asuntos conforme a las leyes penales federales. 

En el caso de que gobernadores de los Estados, diputados locales o magistrados de los tribunales superiores de 

las entidades federativas sean acusados de haber cometido delitos penados en leyes federales, la Cáma~a de 

Diputados actuará en la forma descrita, pero su declaración de procedencia -o desafuero- se comunicará a la 

legislatura local correspondiente para que actúe en consecuencia. Nuevamente, con esta disposición. se quiso 

preservar el sistema de competencias propio del régimen federal. 

La declaración de procedencia de la Cámara de Diputados y la resolución de la de Senadores. no pueden se 

impugnadas, pues una ve= emitidas son definitivas y, en su contra, no procede ni siquiera el juicio de amparo. 

El efecto que produce la declaración de procedencia -o desafuero- es que el inculpado queda separado de su 

cargo y a disposición de las autoridades para ser juzgado, de acuerdo con la legislación penal aplicable. Si 

concluido el proceso, la sentencia lo declara inocentes, debe ser rehabilitado y podrá volver a desempeñar el 

puesto público que ocupaba. Pero si se le hallare culpable, no gozará de la gracia del indulto (véase comentario 

al artículo 89) 

Cualquier servidor público, independientemente de cuál sea su rango -sin que se requiere juicio de 

procedencia- podrá ser demandado en juicios del orden civil. Es decir, el fuero constitucional funciona como 

salvaguarda y otorga inmunidad a quien goza sólo ante la posibilidad de un juicio penal, pero no ante 

cualquier otro tipo de controversias. 

Finalmente, los dos últimos párrafos de este artículo establecen criterios judiciales sobre la sanción penal y la 

cuantía de la económica que se puede imponer a los reos. Los elementos que el jue= debe tener en _cpenta, en el 

caso de delitos patrimoniales, son. Si hubo beneficio económico para el servidor infiel, si con su conducta causó 

daños o perjuicios a otros y cuál fue el monto de unos y otros. 

Artículo 112 

No se requerirá declaración de procedencia de la Cámara de Diputados cuando alguno de los 

servidores públicos a que hace referencia el párrafo primero del artículo 111 cometa un delito durante 

el tiempo en que se encuentre separado en su encargo. 

Si el servidor público ha vuelto a desempeñar sus funciones propias o ha sido nombrado o electo para 

desempeñar otro cargo distinto, pero de los enumerados por el artículo 111, se procederá de acuerdo 

con lo dispuesto en dicho precepto. 
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El fuero protege sólo al servidor público mientras desempeñe alguno de los puestos enumerados en el articulo 

111. Por eso, si comete un delito cuando estuviere por algún motivo separado de su cargo. no requeriría juicio 

de procedencia ante la Cámara de Diputados y podrá ser juzgado sin más trámites por las autoridades penales 

competentes. 

Artículo 113 

Las· leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos, determinarán sus 

obligaciones a fin de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, y eficiencia en el 

desempeño de sus funciones, empleos, cargos y comisiones; las sanciones aplicables por los actos u 

omisiones en que incurran, así como los procedimientos y las autoridades para aplicarlas. Dichas 

sanciones, además de las que señalen las leyes, consistirán en suspensión, destitución e 

inhabilitación, así como en sanciones económicas y deberán establecerse de acuerdo con los 

beneficios económicos obtenidos por el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales 

causados por sus actos u omisiones a que se refiere la fracción III del artículo 109, pero que no 

podrán exceder de tres tantos de los beneficios obtenidos o de los daños y perjuicios causados. 

Los servidores públicos podrán incurrir en responsabilidades administrativas. -La Ley federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, publicada en el Diario Oficial de 31 de diciembre de 1982, 

señala las obligaciones de todo servidor en cuanto a la legalidad de sus actos. la honradez. lealtad, . 

imparcialidad y eficiencia que debe observar todos los días en el desempeño de su trabajo. Precisa qué actos u 

omisiones son causa de esa responsabilidad y establece quiénes pueden incurrir en ella, qué sanciones son 

aplicables y cuál el procedimiento para imponerlas y qué autoridades sustanciarían estos juicios. Pero la 

Constitución estatuye tres de las sanciones aplicables: Suspensión en el puesto. destitución e inhabilitación para 

desempeñar otros y que cuando el servidor se haga acreedor a sanciones económicas, éstas se fijen tomando en 

cuenta los beneficios por él recibidos y los daños causados a otras personas con su conducta. 

La ley reglamentaria trata también de otros temas: 

l. El juicio político y la declaración de procedencia. Señala, de acuerdo con los principios establecidos en 

el Título Cuarto de la Constitución federal. quiénes pueden ser llevados al juicio político, por qué 

motivos. qué sanciones se les pueden imponer, y regula el procedimiento ante las cámaras. Reglamenta 

también el juicio de procedencia 

2. Registro patrimonial de los servidores públicos. Establece su creación en la Secretaria de la 

Contra/aria General de la república y faculta a esta nueva-dependencia para practicar visitas· de 

inspección o auditorías a los servidores públicos cuando presumiblemente hayan incurrido en 
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enriquecimiento ilícito. Si de esas investigaciones resultare que al comparecer no pudo el sen'idor 

público comprobar el origen de su riqueza,Ja Contraloría General pondrá esos hechos en conocimiento 

del ministerio público para que este órgano obre en consecuencia y, en su caso. se siga el 

procedimiento penal correspondiente. 

Artículo 114 

El Procedimiento de juicio político sólo podrá iniciarse durante el período en el que el servidor público 

desempeñe su cargo y dentro de un año después. Las sanciones correspondientes se aplicarán en un 

período no mayor de un año a partir de iniciado el procedimiento. 

La responsabilidad por delitos cometidos durante el tiempo del encargo por cualquier servidor público, 

será exigible de acuerdo con los plazos de prescripción consignados en la Ley penal, que nunca serán 

inferiores a tres años. Los plazos de prescripción se interrumpen en tanto el servidor público 

desempeña alguno de los encargos a que hace referencia el artículo 111. 

La ley señalará los casos de prescripción de la responsabilidad administrativa tomando en cuenta la 

naturaleza y consecuencia de los actos y omisiones a que hace referencia la fracción III del artículo 

109. Cuando dichos actos u omisiones fuesen graves los plazos de prescripción no serán inferiores a 

tres años. 

Salvo que la ley declare lo contrario, todas las acciones prescriben, es decir, sólo pueden ser ejercidas durante 

cierto lapso que fijan las leyes. Se entiende por acción la facultad que poseen las personas -físicas o jurídicas­

de promover juicios ante las autoridades competentes. Las acciones para enjuiciar a los servidores públicos 

tienen distinto tiempo de prescripción. 

l. El juicio político sólo podrá iniciarse cuando el servidor desempeñe el cargo, o dentro de un año 

después de que cese en sus funciones, y las sanciones que se le impongan en el juicio deberán ser 

aplicadas en el término de un año. 

2. En los juicios penales. la prescripción será la que fijen las leyes de la materia, pero nu_nca menos de 

tres años. Sin embargo, cuando los servidores públicos gocen de fuero y mientras no sean privados 

de él, no correrá el término de prescripción. 

3. La prescripción en los casos de responsabilidad administrativa se fijará por la Ley Reglamentaria, 

pero cuando las faltas u omisiones fueran graves, el término no será inferior a los tres años. 
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2. LEY FEDERAL DE RESPONSABIUDADES DE LOS SERVIDORES PÚBUCOS 

TEXTO VIGENTE3 

(Ultima reforma aplicada 13/03/2002) 

TITULO PRIMERO 

CAPITULO ÚNICO 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Esta ley tiene por objeto reglamentar el Título Cuarto Constitucional en materia de: 

l.- Los sujetos de responsabilidad en el servicio público; 

II.- Las obligaciones en el servicio público; 

III.- Las responsabilidades y sanciones administrativas en el servicio público, así como las que se 

deban resolver mediante juicio político; 

IV.- Las autoridades competentes y los procedimientos para aplicar dichas sanciones;. 

V.- Las autoridades competentes y los procedimientos para declarar la procedenciá del procesamiento 

penal de los servidores públic<;>s que gozan de fuero y, 

VI.- El registro patrimonial de los servidores públicos. 

Artículo 2 

Son sujetos de esta Ley, los servidores públicos mencionados en el párrafo primero y tercero del 

artículo 108 Constitucional y todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos económicos 

federales. 

Artículo3 

3 
Nota: 

En el articulo octavo transitorio de la reforma publicada en el diario oficial el 26 de mayo de 1995 se derogan los artículos 
3o .. 51 y 79 de esta ley únicamente en lo que se refiere a la suprema corte de justicia. 
Reforma publicada en el diario oficial de la federación el 13 de marzo de 2002. 
Transitorios 
Articulo segundo 
Se derogan los títulos primero, por lo que se refiere a la materia de responsabilidades administrativas, tercero y cuarto de la 
ley federal de responsabilidades de los servidores públicos, únicamente por lo que respecta al ámbito federal. 
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Las autoridades competentes para aplicar la presente Ley serán: 

r.- Las Cámá~as de Senadores y Diputados al Congreso de la Unión; 

I Bis.- La Asamblea Legislativa del Distrito Federal; 

II.- La Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo; 

III.- Las dependencias del Ejecutivo Federal; 

N.- El órgano ejecutivo local del Gobierno del Distrito Federal; 

V.- (Se deroga); 

VI.- El Consejo de la Judicatura del Distrito Federal; 

VII.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa; 

VIII.- Los Tribunales de Trabajo, en los términos de la legislación respectiva; 

IX.- Los demás órganos jurisdiccionales que determinen las leyes. 

Artícu/o4 

Cuando los actos u omisiones materia de las acusaciones queden comprendidos en más de uno de los 

casos sujetos a sanción y previstos en el artículo 109 Constitucional, los procedimientos respectivos se 

desarrollarán en forma autónoma e independiente según su naturaleza y por la vía procesal que 

corresponda, debiendo las autoridades a que alude el artículo anterior turnar las denuncias a quien 

deba conocer de ellas. No podrán imponerse dos veces por una sola conducta, sanciones de la misma 

naturaleza. 

TITULO SEGUNDO 

Procedimientos ante el Congreso de la Unión en Materia de Juicio Político y Declaración de 

Procedencia. 

CAPITULO I 

Sujetos, causas de juicio político y sanciones. 

ArtículoS 

En los términos del primer párrafo del artículo 110 de la Constitución General de la República, son 

sujetos de juicio político los servidores públicos que en él se mencionan. 
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Los gobernadores de los Estados, los Diputados a las Legislaturas Locales y los Magistrados de los 

Tribunales Superiores de Justicia Locales podrán ser sujetos de juicio político por violaciones graves a 

la Constitución General de la República, a las Leyes Federales que de ella emanen, así como por el 

manejo indebido de fondos y recursos federales. 

Artículo6 

Es procedente el juicio político cuando los actos u omisiones de los servidores públicos a que se 

refiere el artículo anterior, redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su 

buen despacho. 

Artículo 7 

Redundan en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen despacho: 

l.- El ataque a las instituciones democráticas; 

II.- El ataque a la forma de gobierno republicano, representativo, federal; 

III.- Las violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales o sociales; 

IV.- El ataque a la libertad de sufragio; 

V.- La usurpación de atribuciones; 

VI.- Cualquier infracción a la Constitución o a las leyes federales cuando cause perjuicios graves a la 

Federación, a uno o varios Estados de la misma o de la sociedad, o motive algún trastorno en el 

funcionamiento normal de las instituciones; 

VIL- Las omisiones de carácter grave, en los términos de la fracción anterior; y 

VIII.- Las violaciones sistemáticas o graves a los planes, programas y presupuestos de la 

Administración Pública Federal o del Distrito Federal y a las leyes que determinan el manejo de los 

recursos económicos federales y del Distrito Federal. 

No precede el juicio político por la mera expresión de ideas. 

El Congreso de la Unión valorará la existencia y gravedad de los actos u omisiones a que se refiere 

este artículo. Cuando aquellos tengan carácter delictuoso se formulará la declaración de procedencia a 

la que alude la presente ley y se estará a lo dispuesto por la legislación penal. 

ArtículoS 
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Si la resolución que se dicte en el juicio político es condenatoria, se sancionará al servidor público con 

destitución. Podrá también imponerse inhabilitación para el ejercicio de empleos, cargos o comisiones 

en el servicio público desde un año hasta veinte años. 

CAPITULO II 

Procedimiento en el juicio político 

Artículo9 

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad podrá formular por escrito, denuncia contra 

un servidor público ante la Cámara de Diputados por las conductas a las que se refiere el artículo 7o. , 

de esta propia Ley y por las conductas que determina el párrafo segundo del artículo So. de esta 

misma Ley, por lo que toca a los Gobernadores de los Estados, Diputados a las Legislaturas Locales y 

Magistrados de los Tribunales de Justicia Locales. 

La denuncia deberá estar apoyada en pruebas documentales o elementos probatorios suficientes para 

establecer la existencia de la infracción y estar en condiciones de presumir la ·responsabilidad del 

denunciado. En caso de que el denunciante no pudiera aportar dichas pruebas por encontrarse éstas 

en posesión de una autoridad, la Subcomisión de Examen Previo, ante el señalamiento del 

denunciante, podrá solicitarlas para los efectos conducentes. 

Las denuncias anónimas no producirán ningún efecto. 

El juicio político sólo podrá iniciarse durante el tiempo en que el servidor público desempeñe su 

empleo, cargo o comisión, y dentro de un año después de la conclusión de sus funciones. 

Las sanciones respectivas se aplicarán en un plazo no mayor de un año, a partir de iniciado el 

procedimiento. 

Artículo 10 

Corresponde a la Cámara de Diputados sustanciar el procedimiento relativo al juicio político, actuando 

como órgano instructor y de acusación, y a la Cámara de Senadores fungir como Jurado de Sentencia. 
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La Cámara de Diputados sustanciará el procedimiento de juicio político por conducto de las 

Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, quienes al momento de su 

instalación designarán a cinco miembros de cada una de ellas para que en unión de sus Presidentes y 

un Secretario por cada Comisión, integren la Subcomisión de Examen Previo de denuncias de juicios 

políticos que tendrá competencia exclusiva para los propósitos contenidos en el Capítulo II de esta 

Ley. 

Artículo 11 

Al proponer la Gran Comisión de cada una de las Cámaras del Congreso de la Unión, la constitución 

de Comisiones para el despacho de los asuntos, propondrá la integración de una Comisión para 

sustanciar los procedimientos consignados en la presente Ley y en los términos de la Ley Orgánica del 

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. 

Aprobada la propuesta a que hace referencia el párrafo anterior, por cada Cámara .se designarán de 

cada una de las Comisiones, cuatro integrantes para que formen la Sección instructora en la Cámara 

de Diputados y la de Enjuiciamiento en la de Senadores. 

Las vacantes que ocurran en la Sección correspondiente de cada Cámara, serán cubiertas por 

designación que haga la Gran Comisión, de entre los miembros de las Comisiones respectivas. 

Artículo 12 

La determinación del juicio político se sujetará al siguiente procedimiento: 

a) El escrito de denuncia se deberá presentar ante la Oficialía Mayor de la Cámara de Diputados y 

ratificarse ante ella dentro de los tres días naturales siguientes a su presentación; 

b) Una vez ratificado el escrito, la Oficialía Mayor de la Cámara de Diputados lo turnará a la 

Subcomisión de Examen Previo de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y 

de Justicia, para la tramitación correspondiente. La Oficialía Mayor deberá dar cuenta de dicho tumo a 

cada una de las coordinaciones de los grupos partidistas representados en la Cámara de Diputados. 
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e) La Subcomisión de Examen Previo procederá, en un plazo no mayor a treinta días hábiles, a 

determinar si el denunciado se encuentra entre los servidores públicos a que se refiere el artículo 2o., 

de esta Ley, así como si la denuncia contiene elementos de prueba que justifiquen que la conducta 

atribuida corresponde a las enumeradas en el artículo 7o. de la propia Ley, y si los propios elementos 

de prueba penmiten presumir la existencia de la infracción y la probable responsabilidad del 

denunciado y por tanto, amerita la incoación del procedimiento. En caso contrario la Subcomisión 

desechará de plano la denuncia presentada. 

En caso de la presentación de pruebas supervinientes, la Subcomisión de Examen Previo podrá volver 

a analizar la denuncia que ya hubiese desechado por insuficiencia de pruebas; 

d) La resolución que dicte la Subcomisión de Examen Previo, desechando una denuncia, podrá 

revisarse por el pleno de las Comisiones Unidas a petición de cualquiera de los Presidentes de las 

Comisiones o a solicitud, de cuando menos, el diez por ciento de los diputados integrantes de ambas 

Comisiones, y 

e) La resolución que dicte la Subcomisión de Examen Previo declarando procedente la denuncia, será 

remitida al pleno de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia 

para efecto de formular la resolución correspondiente y ordenar se turne a la Sección Instructora de la 

Cámara. 

Artículo13 

La Sección Instructora practicará todas las diligencias necesarias para la comprobación de la conducta 

o hecho materia de aquella; estableciendo las características y circunstancias del caso· y precisando la 

intervención que haya tenido el servidor público denunciado. 

Dentro de los tres días naturales siguientes a la ratificación de la denuncia, la Sección infonmará al 

denunciado sobre la materia de la denúncia, haciéndole saber su garantía de defensa y que deberá a 

su elección, comparecer o informar por escrito, dentro de los siete días naturales siguientes a la 

notificación. 
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-Artículo 14 

La Sección Instructora abrirá un período de prueba de 30 días naturales dentro del cual recibirá las 

pruebas que ofrezcan el denunciante y el servidor público, así como las que la propia Sección estime 

necesaria. 

Si al concluir el plazo señalado no hubiese sido posible recibir las pruebas ofrecidas oportunamente, o 

es preciso allegarse otras, la Sección Instructora podrá ampliarlo en la medida que resulte 

estrictamente necesaria. 

En todo caso, la Sección Instructora calificará la pertinencia de las pruebas, desechándose las que a 

su juicio sean improcedentes. 

Artículo 15 

Terminada la instrucción del procedimiento, se pondrá el expediente a la vista del denunciante, por un 

plazo de tres días naturales, y por otros tantos a la del servidor público y sus defensores, a fin de que 

tomen los datos que requieran para formular alegatos, que deberán presentar por escrito dentro de 

los seis días naturales siguientes a la conclusión del segundo plazo mencionado. 

Artículo 16 

Transcurrido el plazo para la presentación de alegatos, se hayan o no entregado éstos, la Sección 

Instructora formulará sus conclusiones en vista de las constancias del procedimiento. Para este efecto 

analizará clara y metódicamente la conducta o los hechos imputados y hará las consideraciones 

jurídicas que procedan para justificar, en su caso, la conclusión o la continuación del procedimiento. 

Artículo 17 

Si de las constancias del procedimiento se desprende la inocencia del encausado, las conclusiones de 

la Sección Instructora terminarán proponiendo que se declare que no ha lugar a proceder en su 

contra por la conducta o el hecho materia de denuncia, que dió origen al procedimiento. 
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Si de las constancias se desprende la responsabilidad del servidor público, las conclusiones terminarán 

proponiendo la aprobación de lo siguiente: 

r.- Que está legalmente comprobada la conducta o el hecho materia de la denuncia; 

II.- Que se encuentra acreditada la responsabilidad del encausado; 

III.- La sanción que deba imponerse de acuerdo con el artículo 8o. de esta Ley, y 

IV.- Que en caso de ser aprobadas las conclusiones, se envíe la declaración correspondiente a la 

Cámara de Senadores, en concepto de acusación, para los efectos legales respectivos. 

De igual manera deberán asentarse en las conclusiones las circunstancias que hubieren concurrido en 

los hechos. 

Artículo 18 

Una vez emitidas las conclusiones a que se refieren los artículos precedentes, la Sección Instructora 

las entregará a los secretarios de la Cámara de Diputados para que den cuenta al Presidente de la 

misma, quien anunciará que dicha Cámara debe reunirse y resolver sobre la imputación, dentro de los 

tres días naturales siguientes, lo que harán saber los secretarios al denunciante y al servidor público 

denunciado, para que aquél se presente por sí y éste lo haga personalmente, asistido de su defensor, 

a fin de que aleguen lo que convenga a sus derechos. 

Artículo 19 

La Sección Instructora deberá practicar todas las diligencias y formular sus conclusiones hasta 

entregarlas a los secretarios de la Cámara, conforme a los artículos anteriores, dentro del plazo de 

sesenta días naturales, contado desde el día siguiente a la fecha en que se le haya turnado la 

denuncia, a no ser que por causa razonable y fundada se encuentre impedida para hacerlo. En este 

caso podrá solicitar de la Cámara que se amplíe el plazo por el tiempo indispensable para perfeccionar 

la instrucción. El nuevo plazo que se conceda no excederá de quince días. 

Los plazos a que se refiere este artículo se entienden comprendidos dentro del período ordinario de 

sesiones de la Cámara o bien dentro del siguiente ordinario o extraordinario que se convoque. 

Artículo 20 
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El día señalado, conforme al Artículo 18, la Cámara de Diputados se erigirá en órgano de acusación, 

previa declaración de su Presidente. En seguida la Secretaría dará lectura a las constancias 

procedimentales o a una síntesis que contenga los puntos sustanciales de éstas, así como a las 

conclusiones de la Sección Instructora. Acto continuo se concederá la palabra al denunciante y 

enseguida al servidor público o a su defensor, o a ambos si alguno de éstos lo solicitare, para que 

aleguen lo que convenga a sus derechos. 

El denunciante podrá replicar y, si lo hiciere, el imputado y su defensor podrán hacer uso de la 

palabra en último término. 

Retirados el denunciante y el servidor público y su defensor, se procederá a discutir y a votar las 

conclusiones propuestas por la Sección Instructora. 

Artículo21 

Si la Cámara resolviese que no procede acusar al servidor público, éste continuará en el ejercicio de 

su cargo. En caso contrario, se le pondrá a disposición de la Cámara de Senadores, a la que se 

remitirá la acusación, designándose una comisión de tres diputados para que sostengan aquélla ante 

el Senado. 

Artícu/o22 

Recibida la acusación en la Cámara de Senadores, ésta la turnará a la Sección de Enjuiciamiento, la 

que emplazará a la Comisión de Diputados encargada de la acusación, al acusado y a su defensor, 

para que presenten por escrito sus alegatos dentro de los cinco días naturales siguientes al 

emplazamiento. 

Artículo23 

Transcurrido el plazo que se señala en el artículo anterior, con alegatos o sin ellos, la Sección de 

Enjuiciamiento de la Cámara de Senadores formulará sus conclusiones en vista de las consideraciones 

hechas en la acusación y en los alegatos formulados, en su caso, proponiendo la sanción que en su 

concepto deba imponerse al servidor público y expresando los preceptos legales en que se funde. 
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La Sección podrá escuchar directamente a la Comisión de Diputados que sostienen la acusación y al 

acusado y su· defensor, si así lo estima conveniente la misma Sección o si lo solicitan los interesados. 

Asimismo, la Sección podrá disponer la práctica de otras diligencias que considere necesarias para 

integrar sus propias conclusiones. 

Emitidas las conclusiones, la Sección las entregará a la Secretaría de la Cámara de Senadores. 

Artículo24 

Recibidas las conclusiones por la Secretaría de la Cámara, su Presidente anunciará que debe erigirse 

ésta en Jurado de Sentencia dentro de las 24 horas siguientes a la entrega de dichas conclusiones, 

precediendo la Secretaría a citar a la Comisión a que se refiere el artículo 21 de esta Ley, al acusado y 

a su defensor. 

A la hora señalada para la audiencia, el Presidente de la Cámara de Senadores la declarará erigida en 

Jurado de Sentencia y procederá de conformidad con las siguientes normas: 

l. - La Secretaría dará lectura a las conclusiones formuladas por la Sección de Enjuiciamiento; 

2. - Acto continuo, se concederá la palabra a la Comisión de Diputados, al servidor público y su 

defensor, o a ambos; 

3. - Retirados el servidor público y su defensor, y permaneciendo los diputados en la sesión se 

proceder a discutir y a votar las conclusiones y aprobar los que sean los puntos de acuerdo, que en 

ellas se contengan, el Presidente hará la declaratoria que corresponda. 

Por lo que toca a gobernadores, diputados a las Legislaturas Locales y Magistrados de Tribunales 

Superiores de Justicia de los Estados, la Cámara de Senadores se erigirá en Jurado de Sentencia 

dentro de los tres días naturales siguientes a las recepciones de las conclusiones. En este caso, la 

sentencia que se dicte tendrá efectos declarativos y la misma se comunicará a la Legislatura Local 

respectiva, para que en ejercicio de sus atribuciones proceda como corresponda. 

CAPITULO 111 

Procedimiento para la declaración de procedencia 
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Artículo25 

Cuando se presente denuncia o querella por particulares o requerimiento del Ministerio Público 
( 

cumplidos los requisitos procedimentales respectivos para el ejercicio de la acción penal, a fin de que 

pueda procederse penalmente en contra ·de algunos de los servidores públicos a que se refiere el 

primer párrafo del artículo 111 de la Constitución General de la República, se actuará en lo pertinente, 

de acuerdo con el procedimiento previsto en el capítulo anterior en materia de juicio político ante la 

Cámara de Diputados. En este caso, la Sección Instructora practicará todas las diligencias 

conducentes a establecer la existencia del delito y la probable responsabilidad del imputado, así como 

la subsistencia del fuero constitucional cuya remoción se solicita. Concluida esta averiguación, la 

Sección dictaminará si ha lugar a proceder penal mente en contra del inculpado. 

Si a juicio de la Sección, la imputación fuese notoriamente improcedente, lo hará saber de inmediato a 

la Cámara, para que ésta resuelva si se continúa o desecha, sin perjuicio de reanudar el 

procedimiento si posteriormente aparecen motivos que lo justifiquen. 

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, la Sección deberá rendir su dictamen en un plazo 

de sesenta días hábiles, salvo que fuese necesario disponer de más tiempo, a criterio de la Sección. 

En este caso se observarán las normas acerca de ampliación de plazos para la recepción de pruebas 

en el procedimiento referente al juicio político. 

Artículo26 

Dada cuenta del dictamen correspondiente, el Presidente de la Cámara anunciará a ésta que debe 

erigirse en Jurado de Procedencia al día siguiente a la fecha en que se hubiese depositado el 

dictamen, haciéndolo saber al inculpado y a su defensor, así como al denunciante, al querellante o al 

Ministerio Público, en su caso. 

Artículo27 

El día designado, previa declaración al Presidente de la Cámara, ésta conocerá en Asamblea del 

dictamen que la Sección le presente y actuará en los mismos términos previstos por el artículo 20 en 

materia de juicio político. 
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Artículo28 

Si la Cámara de Diputados declara que ha lugar a proceder contra el inculpa-do, éSte quedará 

inmediatamente separado de su empleo, cargo o comisión y sujeto a la jurisdicción de los tribunales 

competentes. En caso negativo,. no habrá lugar a procedimiento ulterior mientras subsista el fuero, 

pero tal declaración no será obstáculo para que el procedimiento continúe su curso cuando el servidor 

público haya concluido el desempeño de su empleo, cargo o comisión. 

Por lo que toca a gobernadores, Diputados a las Legislaturas Locales y Magistrados de los Tribunales 

Superiores de Justicia de los Estados a quienes se les hubiere atribuido la comisión de delitos 

federales, la declaración de procedencia que al efecto dicte la Cámara de Diputados, se remitirá a la 

Legislatura Local respectiva, para que en ejercicio de sus atribuciones proceda como corresponda y, 

en su caso, ponga al inculpado a disposición del Ministerio Público Federal o del Organo Jurisdiccional 

respectivo. 

Artículo29 

Cuando se siga proceso penal a un servidor público de los mencionados en el artículo 111 

Constitucional, sin haberse satisfecho el procedimiento al que se refieren los artículos anteriores, la 

Secretaría de la misma Cámara o de la Comisión Permanente librará oficio al Juez o Tribunal que 

conozca de la causa, a fin de que suspenda el procedimiento en tanto se plantea y resuelve si ha 

lugar a proceder. 

CAPITULO IV 

Disposiciones comunes para los capítulos II y III del título segundo 

Artículo 3D 

Las declaraciones y resoluciones definitivas de las Cámaras de Diputados y Senadores son inatacables. 

Artícu/o31 

Las Cámaras enviarán por riguroso turno a las Secciones Instructoras las denuncias, querellas, 

requerimientos del Ministerio Público o acusaciones que se les presenten. 
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Artícu/o32 

En ningún caso podrá dispensarse un trámite de los establecidos en los Capítulos Segundo y Tercero 

de este Título. 

Artículo33 

Cuando alguna de las Secciones o de las Cámaras deba realizar una diligencia en la que se requiera la 

presencia del inculpado, se emplazará a éste para que comparezca o conteste por escrito a los 

requerimientos que se le hagan, si el inculpado se abstiene de comparecer o de informar por escrito 

se entenderá que contesta en sentido negativo. 

La Sección respectiva practicará las diligencias que no requieran la presencia del denunciado, 

encomendando al Juez de Distrito que corresponda las que deban practicarse dentro de su respectiva 

jurisdicción y fuera del lugar de residencia de las Cámaras, por medio de despacho firmado por el 

Presidente y el Secretario de la Sección al que se acompañará testimonio de las constancias 

conducentes. 

El Juez de Distrito practicará las diligencias que le encomiende la Sección respectiva, con estricta 

sujeción a las determinaciones que aquélla le comunique. 

Todas las comunicaciones oficiales que deban girarse para la práctica de las diligencias a que se 

refiere este artículo, se entregarán personalmente o se enviarán por correo, en pieza certificada y con 

acuse de recibo, libres de cualquier gasto. 

Artículo34 

Los miembros de las Secciones y, en general, los Diputados y Senadores que hayan de intervenir en 

algún acto del procedimiento, podrán excusarse o ser recusados por alguna de las causas de 

impedimento que señala la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
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Únicamente con expres1on de causa podrá el inculpado recusar a miembros de las Secciones 

Instructoras que conozcan de la imputación presentada en su contra, o a Diputados y Senadores que 

deban participar en actos del procedimiento. 

El propio servidor público sólo podrá hacer valer la recusación desde que se le requiera para el 

nombramiento de defensor hasta la fecha en que se cite a las Cámaras para que actúen 

colegiadamente, en sus casos respectivos. 

Artículo35 

Presentada la excusa o la recusación, se calificará dentro de los tres días naturales siguientes en un 

incidente que se sustanciará ante la Sección a cuyos miembros no se hubiese señalado impedimento 

para actuar. Si hay excusa o recusación de integrantes de ambas secciones, se llamará a los 

suplentes. En el incidente se escucharán al promovente y al recusado y se recibirán las pruebas 

correspondientes. Las Cámaras calificarán en los demás casos de excusa o recusación. 

Artículo36 

Tanto el inculpado como el denunciante o querellante podrán solicitar de las oficinas o 

establecimientos públicos las copias certificadas de documentos que pretendan ofrecer como prueba 

ante la Sección respectiva o ante las Cámaras. 

Las autoridades estarán obligadas a expedir dichas copias certificas, sin demora, y si no lo hicieren la 

Sección, o las Cámaras a instancia del interesado, señalará _a la autoridad omisa un plazo razonable 

para que las expida, bajo apercibimiento de imponerle una multa de diez a cien veces el salario 

mínimo diario vigente. en el Distrito Federal sanción que se hará efectiva si la autoridad no las 

expidiere. Si resultase falso que el interesado hubiera solicitado las constancias, la multa se hará 

efectiva en su contra. 

Por su parte, la Sección o las Cámaras solicitarán las copias certificadas de constancias que estimen 

necesarias para el procedimiento, y si la autoridad de quien las solicitase no las remite dentro del 

plazo discrecional que se le señale, se impondrá la multa a que se refiere el párrafo anterior. 
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Artículo37 

Las Secciones o las Cámaras podrán solicitar, por sí o a instancia de los interesados, los documentos o 

expedientes originales ya concluidos, y la autoridad de quien se soliciten tendrá la obligación de 

remitirlos. En caso de incumplimiento, se aplicará la corrección dispuesta en el artículo anterior. 

Dictada la resolución definitiva en el procedimiento, los documentos y expedientes mencionados 

deberán ser devuelto~ a la oficina de su procedencia, pudiendo dejarse copia certificada de las 

constancias que las Secciones o Cámaras estimen pertinentes. 

Artículo38 

Las Cámaras no podrán erigirse en órgano de acusación o Jurado de Sentencia, sin que antes se 

compruebe fehacientemente que el servidor público, su defensor, el denunciante o el querellante y en 

su caso el Ministerio Público han sido debidamente citados. 

Artículo39 

No podrán votar en ningún caso los Diputados o Senadores que hubiesen presentado la imputación 

contra el servidor público. Tampoco podrán hacerlo los Diputados o Senadores que hayan aceptado. el 

cargo de defensor, aun cuando lo renuncien después de haber comenzado a ejercer el cargo. 

Artícu/o40 

En todo lo no previsto por esta Ley, en las discusiones y votaciones se observarán, en lo aplicable, las 

reglas que establecen la Constitución, la Ley Orgánica y el Reglamento Interior del Congreso General 

para discusión y votación de las leyes. En todo caso, las votaciones deberán ser nominales, para 

formular, aprobar o reprobar las conclusiones o dictámenes de las Secciones y para resolver incidental 

o definitivamente en el procedimiento. 

Artículo 41 

En el juicio político al que se refiere esta Ley, los acuerdos y determinaciones de las Cámaras se 

tomarán en sesión pública, excepto en la que se presenta la acusación o cuando las buenas 

costumbres o el interés en general exijan que la audiencia sea secreta. 
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Artículo42 

Cuando- en el curso del procedimiento a un servidor público de los mencionados en los artículos 110 y 

111 de la Constitución, se presentare nueva denuncia en su contra, se procederá respecto de ella- con 

arreglo a esta Ley, hasta agotar la instrucción de los diversos procedimientos, procurando, de ser 

posible, la acumulación procesal. 

Si la acumulación fuese procedente, la Sección formulará en un solo documento sus conclusiones, que 

comprenderán el resultado de los diversos procedimientos. 

Artículo43 

Las Secciones y las Cámaras podrán disponer las medidas de apercibimiento que fueren procedentes, 

mediante acuerdo de la mayoría de sus miembros presentes en la sesión respectiva. 

Artículo 44 

Las declaraciones o resoluciones aprobadas por las Cámaras con arreglo a esta Ley, se comunicarán a 

la Cámara a la que pertenezca el acusado, salvo que fuere la misma que -hubiese dictado la 

declaración o resolución; a la Suprema Corte de Justicia de la Nación si se tratase de alguno de los 

integrantes del Poder Judicial Federal a que alude esta Ley; y en todo caso al Ejecutivo para su 

conocimiento y efectos legales, y para su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

En el caso de que la declaratoria de las Cámaras se refiera a gobernadores, diputados locales y 

Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales, se hará la notificación a la Legislatura 

Local respectiva. 

Artícu/o45 

En todas las cuestiones relativas al procedimiento no previstas en esta Ley, así como en la apreciación 

de las pruebas, se observarán las disposiciones del Código Federal de Procedimientos Penales. 

Asimismo, se atenderán, en lo conducente, las del Código Penal. 

TITULO TERCERO (Se deroga) 

TITULO CUARTO (Se deroga) 
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TÍTULO QUINTO 

De las Disposiciones Aplicables a los servidores Públicos del Organo Ejecutivo del Distrito Federal 

CAPITULO UNICO 

Artículo 91 

Al frente de la Contraloría General de la Administración Pública del Distrito Federal habrá un Contralor 

General, quien será nombrado y removido libremente por el Jefe de Gobierno. 

Las facultades y obligaciones que esta Ley otorga a la Secretaría y a su titular se entenderán 

conferidas en el Distrito Federal a la Contraloría General de la Administración Pública del Distrito 

Federal y a su titular. 

Artículo 92 

El Contralor General designará y removerá libremente a los titulares de los órganos de control interno 

de las dependencias, entidades paraestatales y órganos desconcentrados de la Administración Pública 

del Distrito Federal. 

Los órganos de control interno tendrán las mismas facultades que esta Ley les COT]ttere a las 

contralorías internas de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, las que 

serán ejercidas en las dependencias, entidades y órganos desconcentrados de la Administración 

Pública del Distrito Federal. 

Artículo 93 

El servidor público afectado por los actos o resoluciones de la Contraloría General de la Administración 

Pública del Distrito Federal o de los órganos de control interno, podrá, a su elección, interponer el 

recurso de revocación, previsto en esta Ley, o impugnar dichos actos o resoluciones ante el Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, el que se sujetará a lo dispuesto por los artículos 

73 y 74 de esta ley. 
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TRANSITORIOS 

Artículo Primero 

Esta Ley abroga la Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación del Distrito 

Federal y de los Altos Funcionarios de los Estados, de fecha 27 de diciembre de 1979 y publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 4 de enero de 1980, y se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan a la 

presente Ley. 

Independientemente de las disposiciones que establece la presente Ley, quedan preservados los derechos 

sindicales de los trabajadores. 

Artículo Segundo 

Todas las dependencias de la Administración Pública Federal, establecerán dentro de su estructura orgánica, en 

un plazo no mayor de seis meses el órgano competente a que se refiere el artículo 49 de esta Ley. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y las Cámaras de 

Senadores y Diputados del Congreso de la Unión, establecerán los órganos y sistemas a que hace referencia el 

artículo 51 en un plazo no mayor de seis meses. 

Artículo Tercero 

Por lo que respecta a las declaraciones sobre situación patrimonial efectuadas con anterioridad a la vigencia de 

la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, se estará a lo dispuesto en las nonmas vigentes 

en el momento de fonmularse dicha declaración. 

Artículo Cuarto 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Méx1co, D.F., a 30 diciembre de 1982. - Antonio Riva Palacio López, S.P.-Manano Piña Olaya, D.P.-Silv1a Hemández de 

Galindo, S.S.- Everardo Gámiz Fernández, D.S.-Rúbricas. 

En cumplimiento de lo d1spuesto por la fracaón 1 del articulo 89 de la Constitudón Políbca de los Estados Un1dos Mex1canos y para su debida 

publicaCIÓn y obseiVancra, exp1do el presente Decreto en la res1denoa del Poder Ejecut:Jvo Federal, en la Ciudad de Méxtco, Distnto Federal, 

a los tre1nta días del mes de dtc1embre de mil novec1entos ochenta y dos.- Año del General V1cente Guerrero.-M1guel de la Madnd Hurtado. -

Rúbnca.-EI Secretano de Relaciones Extenores, Bernardo Sepúlveda Amor.-Rúbnca.-EI Secretano de la Defensa Nacional, Juan Arévalo 

Gardoqui.·Rúbnca.-EI Secretano de Manna, M1guel Angel Gómez Ortega.-Rúbnca.·EI Secretano de Hacienda y Crédito Público, Jesús Silva 

Herzog.-Rúbnca.-EI Secretano de Programaaón y Presupuesto, (.ar1os Salmas de Gortan.- Rúbnca.-EI Secretario de Patnmomo y Fomento 

Industrial, Franosco labasbda Ochoa.·Rúbrica.-EI Secretario de Comercio, Héctor Hemández Cervantes.-Rúbnca.-EI Seaetario de 

Agncultura y Recursos H!dráuhcos, Horaoo Garáa AgUIIar.-Rúbnca.-EI Secretario de Comunicaciones y Transportes, Rodolfo Félix Valdez.­

Rúbnca.-EI Secretario de Asentamientos Humanos y Obras Públicas, Marcelo Javelly G1rard.-Rúbnca.-EI Secretano de Educadón Púbhca, 

Jesús Reyes Heroles.- Rúbnca.-EI Secretano de Salubndad y As1stenc1a, Guillermo Soberón Acevedo. - Rúbrica.-EI Secretario del TrabaJO y 

PrevisiÓn Soc1al, Arsenio Farell Cub1llas.-Rúbnca.-EI Secretano de la Reforma Agrana, Luis Martínez Vilhcaña.-Rúbrica.-EI Secretario de 

Turismo, Antomo Enríquez Sav1gnac.-Rúbnca.-EI Secretano de Pesca, Pedro O]eda Paullada.-Rúbrica.-EI Jefe del Departamento del Distrito 

Federal, Ramón AgUirre Velázquez.-Rúbrica.-EI Secretario de Gobemadón, Manuel Bartlett Díaz.-Rúbrica. 
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3. DECLARACIÓN DE LA SITUACIÓN PATRIMONIAL DEL SERVIDOR PÚBUCO 

Ley Federal de Responsabilidades Administrativas 

de los Servidores Públicos 

TITULO TERCERO 

CAPITULO UNICO 

Registro Patrimonial de los Servidores Públicos 

ARTICULO 35.- La Secretaría llevará el registro y seguimiento de la evolución de la situación 
patrimonial de los servidores públicos de las dependencias y entidades, así como de las autoridades 
a que se refieren las fracciones IV y V del artículo 3, en los términos de la Ley y demás disposiciones 
aplicables. 

Las atribuciones que este Título otorga a la Secretaría se confieren a las autoridades a que aluden 
las fracciones 1, 11 y VI a X del artículo 3, en el ámbito de sus respectivas competencias, conforme a la 
Ley y demás disposiciones aplicables. 

Para los efectos del párrafo que 
legislación, determinarán los órganos 

antecede, las citadas autoridades conforme a su propia 
encargados de ejercer dichas. atribuciones, así como los 

sistemas que se requieran para tal propósito. 

ARTICULO 36.- Tienen obligación de presentar declaraciones de situación patrimonial, ante la 
autoridad competente, conforme a lo dispuesto por el artículo 35, bajo protesta de decir verdad, en los 
términos que la Ley señala: 

1.- En el Congreso de la Unión: Diputados y Senadores, Secretarios Generales, Tesoreros y 
Directores de las Cámaras; 

11.- En la Administración Pública Federal Centralizada: Todos los servidores públicos, desde el 
nivel de jefe de departamento u homólogo hasta el de Presidente de la República, y los 
previstos en las fracc1ones IV, Vil y XIII de este artículo; 

111.- En la Administración Pública Federal Paraestatal: Todos los servidores públicos, desde el 
nivel de jefe de departamento u homólogo, o equivalente al de los servidores públicos 
obligados a declarar en el Poder Ejecutivo Federal hasta el de Director General o equivalente; 

IV.- En la Procuraduría General de la República: Todos los servidores públicos, desde el nivel de 
jefe de departamento u homólogo hasta el de Procurador General, incluyendo agentes del 
Ministerio Público, Peritos e integrantes de la Policía Judicial; 

V.- En el Poder Judicial de la Federación: Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Consejeros de la Judicatura Federal, Magistrados de Circuito, Magistrados Electorales, 
Jueces de Distrito, secretarios y actuarios de cualquier categoría o designación; 

VI.- En el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y en los tribunales de trabajo y 
agrarios: Magistrados, miembros de junta, Secretarios, Actuarios o sus equivalentes; 

Vil.- En la Secretaría: Todos los servidores públicos de confianza; 

VIII.- En el Instituto Federal Electoral: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe 
de departamento u homólogo hasta el de Consejero Presidente; 
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IX.- En la Auditoría Superior de la Federación: Todos los servidores públicos. desde el nivel de jefe 
de departamento u hómólogo hasta el de Audit,or Superior dé la Federación; 

X.- En la Comisión Nacional de los Derechos Humanos: Todos los servidores públicos desde el 
nivel de jefe de departamento u homólogo hasta el de Presidente de la Comisión; 

XI.- En los demás órganos jurisdiccionales e instituciones que determinen las leyes: Todos los 
servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento u homólogo hasta el de los 
titulares 
de aquéllos; 

XII.- Todos los servidores públicos que manejen o apliquen recursos económicos, valores y fondos 
de la Federación; realicen actividades de inspección o vigilancia; lleven a cabo funciones 
de calificación o determinación para la expedición de licencias. permisos o concesiones, y 
quienes intervengan en la adjudicación de pedidos o contratos; 

XIII.- En la Secretaría de Seguridad Pública: Todos los servidores públicos, desde el nivel de 
jefe de departamento u homólogo hasta el Secretario de Seguridad Pública, incluyendo a 
todos los miembros de la Policía Federal Preventiva, y 

XIV.- En el Banco de México: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de 
departamento u homólogo en la Administración Pública Federal Centralizada hasta el de 
Gobernador. 

Asimismo, deberán presentar las declaraciones a que se refiere este artículo. los demás 
servidores públicos de las dependencias, entidades y, de las autoridades a que se refieren las 
fracciones IV y V del artículo 3 de la Ley, que determine el Titular de la Secretaría, mediante 
disposiciones generales debidamente motivadas y fundadas. 

ARTICULO 37.- La declaración de situación patrimonial deberá presentarse en los siguientes plazos: 

1.- Declaración inicial, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la toma de posesión con 
motivo del: 

a) Ingreso al servicio público por primera vez; 

b) Reingreso al servicio público después de sesenta días naturales de la conclusión de su 
último encargo; 

e) Cambio de dependencia o entidad, en cuyo caso no se presentará la de conclusión. 

11.- Declaración de conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la 
conclusión, y 

111.- Declaración de modificación patrimonial, durante el mes de mayo de cada año. 

La Secretaría podrá solicitar a los servidores públicos una copia de la declaración del Impuesto 
Sobre la Renta del año que corresponda, si éstos estuvieren obligados a formularla o, en su caso, de 
la constancia de percepciones y descuentos que les hubieren emitido las dependencias o entidades, 
la cual deberá ser remitida en un plazo de tres dias hábiles a partir de la fecha en que se reciba la 
solicitud. 

Si transcurrido el plazo a que hace referencia la fracción 1, no se hubiese presentado la 
declaración correspondiente. sin causa justificada, se suspenderá al infractor de su empleo, cargo o 
comisión por un período de quince días naturales. 
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En caso de que la omisión en la declaración continúe por un período de treinta días naturales 
siguientes a la fecha en que hubiere sido s-uspendido el servidor público, la Secretaria declarará que 
el nombramiento o contrato ha quedado sin efectos, debiendo notificar lo anterior al titular de la 
dependencia o entidad correspondiente para los fines procedentes. Lo mismo ocurrirá cuando se 
omita la declaración a que alude la fracción 111. 

El incumplimiento a lo previsto en el párrafo anterior, por parte del titular de la dependencia o 
entidad, será causa de responsabilidad administrativa en los términos de Ley. 

Para el caso de omisión, sin causa justificada, en la presentación de la declaración a que se refiere 
la fracción 11, se inhabilitará al infractor por un año. 

En la imposición de las sanciones a que se refiere este artículo deberá sustanciarse el 
procedimiento administrativo previsto en el artículo 21 de la Ley. 

El servidor público que en su declaración de situación patrimonial deliberadamente faltare a la 
verdad en relación con lo que es obligatorio manifestar en términos de la Ley, previa sustanciación 
del procedimiento a que se refiere el artículo 21, será suspendido de su empleo, cargo o comisión por 
un periodo no menor de tres días ni mayor de tres meses, y cuando por su importancia lo amerite, 
destituido e inhabilitado de uno 
a cinco años, sin perjuicio de que la Secretaría formule la denuncia correspondiente ante el Ministerio 
Público para los efectos legales procedentes. 

ARTICULO 38.- Las declaraciones de situación patrimonial podrán ser presentadas a través de 
formatos impresos; de medios magnéticos con formato impreso o de niedios remotos de 
comunicación electrónica, empleándose en este último caso medios de identificación electrónica. 

La Secretaria tendrá a su cargo el sistema de certificación de los medios de identificación 
electrónica que utilicen los servidores públicos, y llevará el control de dichos medios. 

Asimismo, la Secretaría expedirá las normas y los formatos impresos; de medios magnéticos y 
electrónicos, bajo los cuales los servidores públicos deberán presentar las declaraciones de situación 
patrimonial, asi como los manuales e instructivos que indicarán lo que es obligatorio declarar. De 
igual modo, podrá determinar que la presentación de las declaraciones por medios remotos de 
comunicación electrónica, sea obligatoria para los servidores públicos o categorías que determine. 

Para los efectos de los procedimientos penales que se deriven de la aplicación de las 
disposiciones del presente Título, son documentos públicos aquellos que emita la Secretaría para ser 
presentados como medios de prueba, en los cuales se contenga la información que obre en sus 
archivos documentales y electrónicos sobre las declaraciones de situación patrimonial de los 
servidores públicos. 

ARTICULO 39.- En las declaraciones inicial y de conclusión del encargo se manifestarán los bienes 
inmuebles, con la fecha y valor de adquisición. 

En las declaraciones de modificación patnmonial se manifestarán sólo las modificaciones al 
patrimonio, con fecha y valor de adquisición. En todo caso se indicará el medio por el que se hizo la 
adquisición. 

Tratándose de bienes muebles, la Secretaría determinará las características que deba tener 
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la declaración. 

ARTICULO 40.- La Secretaría llevará un registro de servidores públicos, el cual tendrá el carácter 
de público. 

En el registro se inscribirán los datos curriculares de los servidores públicos obligados a presentar 
declaración de situación patrimonial, sus funciones, ingresos y reconocimientos con motivo de sus 
empleos, cargos o comisiones; la información relativa a su situación patrimonial, en lo referente a sus 
ingresos del último año, bienes muebles e inmuebles, inversiones financieras y adeudos, así como en 
su caso los procedimientos administrativos instaurados y las sanciones impuestas a aquéllos. 

La publicitación de la información relativa a la situación patrimonial, se hará siempre y cuando se 
cuente con la autorización previa y especifica del servidor público de que se trate. 

La Secretaria expedirá las normas para la operación del registro y las constancias de sanciones, 
en todo caso la de inhabilitación, así como de no existencia de estas sanciones, que acrediten la 
situación especifica de las personas que, en su caso, las requieran. 

Las dependencias y entidades invariablemente obtendrán la constancia de no inhabilitación de 
quienes pretendan ingresar al servicio público, previo al nombramiento o contratación respectivos. 
Dichas constancias podrán obtenerse del sistema electrónico que establezca la Secretaría. 

La información relativa a la situación patrimonial estará disponible hasta por un plazo de tres años 
posteriores a que el servidor público concluya su empleo, cargo o comisión. 

La información relacionada con las declaraciones de situación patrimonial· de los servidores 
públicos, tendrá valor probatorio cuando lo solicite a la Secretaria el Ministerio Público o la autoridad 
judicial, en el ejercicio de sus respectivas atribuciones, el servidor público interesado o bien cuando la 
propia Secretaria lo requiera con motivo de la sustanciación de procedimientos administrativos de 
responsabilidades. 

ARTICULO 41.- La Secretaria podrá llevar a cabo investigaciones o auditorías para verificar la 
evolución del patrimonio de los servidores públicos. 

Cuando existan elementos o datos suficientes que hagan presumir que el patrimonio de un 
servidor público es notoriamente superior a los ingresos lícitos que pudiera tener, la Secretaria, 
fundando y motivando su acuerdo, podrá citarlo para que manifieste lo que a su derecho convenga, 
en los términos del articulo siguiente. 

ARTICULO 42.- Se citará personalmente al servidor público y se le harán saber los hechos que 
motiven la investigación, señalándole las incongruencias detectadas respecto de los bienes que 
integran su patrimonio, para que dentro del plazo de treinta días hábiles, contados a partir de la 
recepción del citatorio, formule a la Secretaria las aclaraciones pertinentes y ésta emita su resolución 
dentro de los quince di as hábiles siguientes. 

Cuando no fuere posible entregar el citatorio, o cuando el servidor público o la persona con quien 
se entienda la notificación se negaren a firmar de recibido, el notificador hará constar dicha 
circunstancia en un acta que levantará ante dos testigos, sin que ello afecte el valor probatorio que en 
su caso posea 
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este documento. 

Contra la práctica de la notificación respectiva, el servidor público podrá inconformarse ante la 
Secretaria, mediante escrito que deberá presentar dentro de los diez días hábiles siguientes a su 
realización, y dispondrá de un plazo igual para ofrecer las pruebas que a su derecho convenga. 

Una vez desahogadas las pruebas admitidas, si las hubiere, la Secretaría contará con un plazo de 
diez días hábiles para emitir su resolución. 

La facultad de la Secretaría para efectuar las investigaciones o auditorías a que se refiere el 
artículo anterior, subsistirá por todo el tiempo en que el servidor público desempeñe su empleo, cargo 
o comisión, y hasta tres años después de haberlo concluido. 

ARTICULO 43.- Las dependencias, entidades e instituciones públicas estarán obligadas a 
proporcionar a la Secretaria, la información fiscal, inmobiliaria o de cualquier otro tipo, relacionada 
con los servidores públicos, sus cónyuges, concubinas o concubinarios y dependientes económicos 
directos, con la finalidad de que la autoridad verifique la evolución del patrimonio de aquéllos. 

Sólo el titÚiar de la Secretaría o los Subsecretarios de la misma, en términos del párrafo anterior, 
podrán solicitar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores la información bancaria. 

ARTICULO 44.- Para los efectos de la Ley y de la legislación penal, se computarán entre los bienes 
que adquieran los servidores públicos o con respecto de los cuales se conduzcan tomo dueños, los 
que reciban o de los que dispongan su cónyuge, concubina o concubinario y sus dependientes 
económicos directos, salvo que se acredite que éstos los obtuvieron por si mismos y por motivos 
ajenos al servidor público. 

ARTICULO 45.- Cuando los servidores públicos reciban, de una misma persona, algún bien o 
donación en los términos de la fracción XII del articulo 8 de la Ley, cuyo valor acumulado_ gurante un 
año exceda de diez veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal al momento 
de su recepción, deberán informarlo en un plazo no mayor a quince días hábiles a la autoridad que la 
Secretaría determine a fin de ponerlos a su disposición. La autoridad correspondiente llevará un 
registro de dichos bienes. 

ARTICULO 46.- La Secretaría hará declaratoria al Ministerio Público, en su caso, cuando el sujeto a 
la verificación de la evolución de su patrimonio no justifique la procedencia lícita del incremento 
sustancial de éste, representado por sus bienes, los de las personas a que se refiere el artículo 43 de 
la Ley, y aquéllos sobre los que se conduzca como dueño, durante el tiempo de su encargo o por 
motivos del mismo. 

Para los efectos de esta disposición, se considerará a la Secretaria coadyuvante del Ministerio 
Público en el procedimiento penal respectivo. 

ARTICULO 47.- En todas las cuestiones relativas al procedimiento no previstas en los Títulos 
Segundo y Tercero de la Ley, así como en la apreciación de las pruebas, se observarán las 

39 
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disposiciones del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

SECRETARIA DE CONTRALORIA Y DESARROLLO ADMINISTRATIVO 

ACUERDO que establece las normas que determinan como obligatoria la presentación de las 

declaraciones de situación patrimonial de los servidores públicos, a través de medios de 

comunicación electrónica. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaria de 

Contraloria y Desarrollo Administrativo. 

FRANCISCO JAVIER BARRIO TERRAZAS, Secretario de Contraloria y Desarrollo Administrativo, 

con fundamento en los artículos 37 fracción XV de la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal; 1, 2, 8 fracción XV, 35 a 39, séptimo y noveno transitorios de la Ley Federal de 

Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y 5 fracción 1 del Reglamento Interior 

de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, y 

CONSIDERANDO 

Que el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006 establece como uno de sus propósitos fundamentales, 

formar un gobierno que sea capaz de simplificar sus procedimientos de trabajo, mediante la 

utilización de avanzados sistemas administrativos y tecnológicos, con la finalidad de evitar 

dispendios, elevar su eficiencia y abatir los niveles de corrupción en el país. 

Que el Programa Nacional de Combate a la Corrupción y Fomento a la Transparencia y el Desarrollo 

Administrativo 2001-2006, establece dentro de sus objetivos estratégicos lograr ese abatimiento a la 

corrupción, mediante un enfoque preventivo que propicie el desarrollo integral de las instituciones y el 

uso de la tecnología como una herramienta básica de apoyo al quehacer gubernamental, para dar 

transparencia a las acciones de la Administración Pública Federal. 

Que en este contexto, la actuación de los servidores públicos debe ser motivo constante de 

superación y modernización en el ejercicio de la función pública. Por ello, la Secretaría de Contraloría 

y Desarrollo Administrativo ha venido operando -de manera opcional para el servidor público- el 

Sistema Electrónico de Recepción de Declaraciones Patrimoniales (DECLARANET), mecanismo que 

ha permitido por una parte, que la presentación de las declaraciones de situación patrimonial de 

aquéllos se realice de manera expedita y sencilla y por la otra, simplificar y mejorar las acciones de 

registro y seguimiento que en la materia son responsabilidad de esta Secretaría. 
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Que en virtud de los razonamientos expuestos y en ejercicio de las atribuciones que corresponde 

ejercer a esta dependencia, resulta conveniente determinar que la presentación de las declaraciones 

de situación patrimonial se haga únicamente a través de medios remotos de comunicación 

electrónica, salvo el caso de excepción previsto en este ordenamiento, lo que propiciará además, la 

reducción de los costos que conlleva la realización de estas actividades. 

Que la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos establece, en su 

articulo séptimo transitorio, que la declaración de modificación patrimonial a presentarse en el mes de 

mayo del año en curso, debe servir para actualizar la información patrimonial de los servidores 

públicos, por lo que, en cumplimiento al ordenamiento legal invocado, se da a conocer el formato a 

utilizar para tales efectos, a través del sistema electrónico denominado DECLARANET, cuyas 

caracteristicas, forma de consulta y utilización se precisan en las disposiciones del presente Acuerdo. 

Que lo anterior permitirá conformar el registro de servidores públicos con información confiable 

respecto a su situación patrimonial, información que será pública cuando así lo haya autorizado 

previa y específicamente el servidor público de que se trate, en los términos de la ley que rige la 

materia, y 

Que toda vez que la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, de conformidad con la Ley 

Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, está facultada para expedir 

las normas y formatos bajo los cuales el servidor público deberá presentar la declaración de situación 

patrimonial, así como los manuales e instructivos que indicarán lo que es obligatorio declarar, he 

tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO QUE ESTABLECE LAS NORMAS QUE DETERMINAN COMO OBLIGATORIA 

LA PRESENTACION DE LAS DECLARACIONES DE SITUACION PATRIMONIAL 

DE LOS SERVIDORES PUBLICOS, A TRAVES DE MEDIOS DE COMUNICACION ELECTRONICA 

PRIMERA.- El presente Acuerdo tiene por objeto establecer las normas bajo las cuales todos los 

servidores públicos de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de la 

Procuraduría General de la República, de las unidades de la Presidencia de la República, del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y de los tribunales de trabajo y agrarios, sujetos a 

presentar declaración de situación patrimonial, deberán hacerlo obligatoriamente a través de medios 

remotos de comunicación electrónica. 

SEGUNDA.- Para los efectos del presente Acuerdo se entenderá por: 

l. Certificación del medio de identificación electrónica: el proceso mediante el cual la Secretaría 

emite un certificado digital para establecer la identificación electrónica de un servidor público que le 
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: 

permitirá generar su firma electrónica; 

11. Declaraciones: las declaraciones de situación patrimonial a que alude el artículo 37 de la ley; 

111. DECLARANET: el Sistema Electrónico de Recepción de Declaraciones Patrimoniales 

desarrollado por la Secretaría. con dirección electrónica en Internet: http://declaranet.gob.mx, y. 

registrada su marca, bajo esta misma denominación, ante el Instituto Mexicano de la Propiedad 

Industrial; 

IV. Firma electrónica: el medio de identificación electrónica a que se refiere el artículo 38 de la ley, 

que consiste en el conjunto de datos electrónicos que asociados con un documento son utilizados en 

sustitución de la firma autógrafa para reconocer a su autor, y que expresan el consentimiento de éste 

para aceptar como propias las manifestaciones que en dicho documento se contienen; 

V. Ley: la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; 

VI. Medios remotos de comunicación electrónica: los dispositivos tecnológicos para efectuar 

transmisión de datos e información a través de computadoras, líneas telefónicas, enlaces dedicados, 

microondas, vías satelitales y similares; 

-.VIl. Programas informáticos: los medios de captura, transmisión y recepción de información que 

permiten a los servidores públicos generar por sí mismos sus medios de identificación electrónica, así 

como presentar por medios remotos de comunicación electrónica sus declaraciones; 

VIII. Secretaría: la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, y 

IX. Servidores públicos: los de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 

de la Procuraduría General de la República, de las unidades de la Presidencia de la República, del 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y de los tribunales de trabajo y agrarios, que estén 

obligados a presentar las declaraciones de situación patrimonial en los términos del artículo 36 de la 

ley y del Acuerdo por el que se determinan los servidores públicos que deberán presentar declaración 

de situación patrimonial, en adición a los que se señalan en la ley de la materia, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación de fecha 4 de abril de 1997 y modificado mediante diverso publicado 

en el propio órgano informativo de fecha 23 de noviembre de 2000. 

TERCERA.- Los servidores públicos deberán presentar sus declaraciones ante la Secretaría, en el 

formato para envío por medios remotos de comunicación electrónica, utilizando únicamente el 

programa informático denominado DECLARANET, por lo que la Secretaría no admitirá otros medios 

de captura y envío de las declaraciones. 

Los formatos de declaración de situación patrimonial deberán obtenerse en la dirección electrónica 

http://declaranet.gob. mx. 
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Sóls> en el caso de que no existan medios remotos de cómunicación electrónica en la población 

donde se ubique el centro de trabajo del servidor público, éste podrá presentar sus declaraciones 

mediante el formato impreso suscrito autógrafamente o en medio magnético. En la declaración que se 

formule a través de medio magnético deberá acompañarse el formato impreso suscrito 

autógrafamente. 

El servidor público deberá manifestar en su declaración, bajo protesta de decir verdad, que se 

encuentra en el supuesto a que se refiere el párrafo anterior. 

CUARTA.- La Secretaria operará el sistema de certificación de medios de identificación electrónica 

que utilicen los servidores públicos y será responsable de ejercer el control de esos medios, para lo 

cual utilizará tecnología criptográfica. 

Los servidores públicos utilizarán su firma electrónica al presentar sus declaraciones por medios 

remotos de comunicación electrónica, en sustitución de su firma autógrafa. 

QUINTA.- Los servidores públicos que requieran obtener la certificación de su medio de identificación 

electrónica, deberán seguir el procedimiento siguiente: 

l. Obtener de la página de DECLARANET con dirección electrónica http://declaranet.gob.mx, el 

programa informático y el instructivo que les permita generar su medio de identificación electrónica y 

formular el requerimiento de certificación ante la Secretaria; 

11. Transmitir el requerimiento de certificación a la Secretaria y obtener por medio de una página 

de Internet el certificado digital, mismo que deberá usar para generar su firma electrónica, la 

cual utilizará en la presentación de cualquiera de sus declaraciones por medios remotos de 

comunicación electrónica; 

111. Obtener de dicha página, mediante su impresión, el formato a través del cual deberán aceptar 

las condiciones del uso de medios de identificación electrónica para la presentación de sus 

declaraciones, y 

IV. Firmar en forma autógrafa el formato a que alude la fracción que antecede, así como remitirlo a 

la Secretaria, dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes a la emisión del certificado digital. 

En el supuesto de que la Secretaria no reciba dentro de ese plazo el formato mencionado, prevendrá 

al servidor público para que subsane la omisión en un término no mayor a diez días hábiles contado a 

partir de la fecha de la notificación respectiva. Transcurrido este último término, sin que el servidor 

público haya atendido la prevención, la Secretaria invalidará su certificado digital y, en consecuencia, 

se tendrán por no presentadas las declaraciones que contengan su firma electrónica. 

El envio del citado formato no exime la obligación del servidor público de presentar oportunamente 
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sus declaraciones, dentro de los plazos establecidos por el artículo 37 de la ley. 

El procedimiento para obtener la certificación del medio de identificación electrónica deberá iniciarse 

a partir de la entrada en vigor de este Acuerdo. 

SEXTA.- La firma autógrafa del formato aludido en la disposición que antecede, tendrá para los 

servidores públicos, los siguientes efectos: 

l. Reconocer como propia y auténtica la información que por medios remotos de comunicación 

electrónica envíen a la Secretaría y, que a su vez, se distinga por su firma electrónica; 

11. Aceptar que el uso de su certificado digital por persona distinta, quedará bajo su exclusiva 

responsabilidad, por lo que de ocurrir este supuesto, admitirá la autoría de la información que se 

envíe a través de medios remotos de comunicación electrónica y que contenga su firma electrónica; 

111. Notificar oportunamente a la Secretaría, para efectos de su invalidación, la pérdida o cualquier 

otra situación que pudiera implicar la reproducción o uso indebido de su certificado digital, y 

IV. Admitir que la Secretaría podrá requerir el reenvío de sus declaraciones, cuando los archivos 

contengan virus informáticos o no puedan abrirse por cualquier causa motivada por problemas 

técnicos. 

Para los efectos del párrafo anterior, el servidor público deberá enviar nuevamente la· declaración en 

un plazo no mayor de diez días hábiles contado a partir del requerimiento. En caso de no hacerlo se 

tendrá por no presentada la declaración de que se trate. 

SEPTIMA.- El certificado digital a que se refiere este Acuerdo, tendrá una vigencia de cinco años 

contados a partir de la fecha de su expedición por parte de la Secretaría. 

OCTAVA.- El uso de medios remotos de comunicación electrónica permitirá a los servidores públicos 

presentar sus declaraciones en cualquier horano, dentro de los plazos establecidos por la ley. 

La Secretaría a la recepción de las declaraciones emitirá un acuse de recibo electrónico, con el que 

se acreditará la recepción y autenticidad de la información contenida en las declaraciones, así como 

la fecha y hora de recepción. 

NOVENA.- La interpretación de este Acuerdo para efectos administrativos, corresponde a la 

Secretaría, por conducto de la Dirección General de Responsabilidades y Situación Patrimonial. 

DECIMA.- Las consultas técnicas que se deriven de la aplicación de este Acuerdo, serán 

desahogadas por la Secretaría, a través de la Unidad de Servicios Electrónicos Gubernamentales por 

vía telefónica, en los números 01 800 00 14 800 y 54 80 64 00, en días hábiles de 9:00 a 18:00 horas, 

por escrito o vía Internet en la dirección declaranet@declaranet.gob.mx. 

TRANSITORIOS 
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PRIMERO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Día río 
- ~-

Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Conforme a lo dispuesto por el articulo séptimo transitorio de la ley, todos los servidores 

públicos, incluyendo los que presentaron o deban presentar declaración de situación patrimonial 

durante los primeros cuatros meses del año en curso, deberán presentar, por única vez, durante -~1 

mes de mayo, su declaración de situación patrimonial a través del formato especial contenido en el 

Sistema Electrónico DECLARANET, con información al 31 de diciembre de 2001. 

En el caso de excepción a que se refiere la norma tercera de este Acuerdo, se deberá utilizar el 

formato impreso o en medio magnético que al efecto emita la Secretaría. 

TERCERO.- Se abroga el "Acuerdo por el que se establecen las disposiciones para el uso de medios 

de comunicación electrónica, en la presentación de declaraciones de situación patrimonial de los 

servidores públicos de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal", publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el 30 de abril de 2001. 

CUARTO.- Los certificados digitales de los medios de identificación electrónica que hayan obtenido 

los servidores públicos al amparo del Acuerdo a que se refiere el transitorio que antecede, 

conservarán su vigencia de cinco años, contados a partir de su expedición por parte de la Secretaría. 

Sufragio Efectivo_ No Reelección. 

México, Distrito Federal, a los dieciséis días del mes de abril de dos mil dos.- El Secretario de 

Contraloría y Desarrollo Administrativo, Francisco Javier Barrio Terrazas.- Rúbrica. 
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S. DELITOS CONTRA EL SERVICIO PÚBUCO 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APROBADO EN ABRIL DE 2002. 

TÍTULO DÉCIMO OCTAVO 

DELITOS CONTRA EL SERVICIO PÚBUCO COMETIDOS POR SERVIDORES PÚBUCOS 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES SOBRE SERVIDORES PÚBUCOS 

ARTÍCULO 256. Para los efectos de este Código, es servidor público del Distrito Federal toda persona 

que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública del 

Distrito Federal, en la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y en los órganos que ejercen la función 

judicial del fuero común en el Distrito Federal. 

ARTÍCULO 257. Para la individualización de las sanciones previstas en este Título, el Juez tomará en 

cuenta además, en su caso, si el servidor público es trabajador de base o de confianza, su antigüedad 

en el empleo, cargo o comisión, nivel jerárquico, antecedentes de servicio, percepciones, situación 

socioeconómica, grado de instrucción, las circunstancias especiales de los hechos constitutivos del 

delito, así como el monto del beneficio obtenido o del daño causado. 

ARTÍCULO 258. Además de las penas previstas en los este Títulos Decimoctavo y Vigésimo, se 

impondrán: 

I. Destitución del empleo, cargo o comisión en el servicio público; 

II. Inhabilitación de tres a diez años para obtener y desempeñar un empleo, cargo o 

comisión de cualquier naturaleza en el servicio público; y 

III. Decomiso de los productos del delito. 

CAPÍTULO II 

EJERCICIO INDEBIDO Y ABANDONO DEL SERVICIO PÚBUCO 

ARTÍCULO 259. Comete el delito de ejercicio indebido de servicio público, el servidor público que: 
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I. Ejerza las funciones de un empleo, _c:argo o comisión, sin haber tomado posesión 

legítima, o quien lo designe sin satisfacer todos los requisitos legales; 

II. Continúe ejerciendo las funciones de un empleo, cargo o comisión después de saber 

que se ha revocado su nombramiento o que se le ha suspendido o destituido; 

III. Por sí o por interpósita persona, sustraiga, destruya, oculte, altere, utilice o 

inutilice, indebidamente información o documentación que se encuentre bajo su 

custodia o a la cual tenga acceso, o de la que tenga conocimiento en virtud de su 

empleo, cargo o comisión; 

IV. Teniendo obligación por razones de empleo, cargo o comisión, de custodiar, vigilar, 

proteger o dar seguridad a personas, lugares, instalaciones u objetos, incumpliendo su 

deber, en cualquier forma propicie daño a las personas o a los lugares, instalaciones u 

objetos, o pérdida o sustracción de objetos que se encuentren bajo su cuidado. 

Al que cometa alguno de los delitos a que se refieren las fracciones I y II de este artículo, se le 

impondrán de uno a tres años de prisión y de veinticinco a doscientos cincuenta días multa. 

Al que cometa alguno de los delitos a que se refieren las fracciones III y IV de este artículo, se le 

impondrán de dos a siete años de prisión y de cincuenta a quinientos días multa. · 

ARTÍCULO 260. Se impondrán de uno a cinco años de prisión y de cien a quinientos días multa, al 

servidor público que en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas,: 

l.- Otorgue o autorice el nombramiento de un empleo, cargo o comisión en el servicio público a 

persona que por resolución firme de autoridad competente se encuentre inhabilitada para 

desempeñarlo. 

Las penas se aumentarán en dos terceras partes a quien, u o 

II.- Otorgue cualquier identificación en la que se acredite como servidor público a persona que 

realmente no desempeñe el empleo, cargo o comisión a que se haga referencia en dicha 

identificación. 

Las mismas sanciones se impondrán a quien acepte la identificación. 

ARTÍCULO 261. Al servidor público que sin justificación abandone su empleo, cargo o comisión y con 

ello entorpezca la función pública, se le impondrá de seis meses a tres años de prisión. Para los 

efectos de este artículo, el abandono dé funciones se consumará cuando el servidor público se separe 

sin dar aviso a su superior jerárquico con la debida anticipación, conforme a la normatividad aplicable 

y de no existir ésta, en un plazo de tres días. 
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CAPÍTULO III 

ABUSO DE AUTORIDAD Y USO ILEGAL DE LA FUERZA PÚBUCA 

ARTiCULO 262. Se le impondrán de uno a seis años de prisión y de cien a quinientos días multa al 

que en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas: 

I. Ejerza violencia a una persona sin causa legítima, la vejare o la insultare; o 

II. Use ilegalmente la fuerza pública. 

ARTiCULO 263. Se impondrán prisión de uno a seis años y de cien a mil días multa, al servidor 

público que en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, otorgue empleo, cargo o comisión 

públicos, o contratos de prestación de servicios profesionales o mercantiles o de cualquier otra 

naturaleza, que sean remunerados, a sabiendas de que no se prestará el servicio para el que se les 

nombró, o no cumplirá el contrato otorgado dentro de los plazos establecidos en la normatividad 

laboral aplicable o en los señalados en el contrato correspondiente. 

-ARTiCULO 264. Se impondrán las mismas penas del artículo anterior al que acepte un empleo, cargo 

o comisión públicos, remunerados, cuyo servicio no va a prestar, o acepte .algún contrato de 

prestación de servicios profesionales, mercantiles o de cualquier otra naturaleza, remunerados, cuyas 

obligaciones no va a cumplir, dentro de los plazos establecidos en la nonmatividad laboral aplicable o 

en los señalados en el contrato correspondiente. 

ARTiCULO 265. Al servidor público que con cualquier pretexto obtenga de un subalterno parte del 

sueldo de éste, dádivas o cualquier otro provecho, se le impondrán de dos a nueve años de prisión y 

de cien a ochocientos días multa. 

CAPÍTULO IV 

COAUCIÓN DE SERVIDORES PÚBUCOS 

ARTiCULO 266. A los servidores públicos que, con el fin de impedir o suspender las funciones 

legislativas, administrativas o jurisdiccionales, se coaliguen y tomen medidas contrarias a una ley, 

reglamento o disposición de carácter general, impidan su aplicación, ejecución o dimitan de sus 

puestos, se les impondrá prisión de dos a siete años y de cien a trescientos días multa. 

CAPÍTULO V 
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USO INDEBIDO DE ATRIBUCIONES Y FACULTADES 

ARTÍCULO 267. Comete el delito de uso indebido de atribuciones y facultades: 

I. El servidor público que indebidamente; 

a. Otorgue concesiones de prestación de servicio público o de explotación, aprovechamiento y 

uso de bienes del patrimonio del Distrito Federal; 

b. Otorgue permisos, licencias o autorizaciones de contenido económico; 

c. Otorgue franquicias, exenciones, deducciones o subsidios sobre impuestos, derechos, 

productos, aprovechamientos o aportaciones y cuotas de seguridad social, en general sobre 

los ingresos fiscales, y sobre precios y tarifas de los bienes y servicios producidos o prestados 

por la administración pública del Distrito Federal; o 

d. Otorgue, realice o contrate obras públicas, deuda, adquisiciones, arrendamientos, 

enajenaciones de bienes o servicios, o colocaciones de fondos y valores con recursos 

económicos públicos. 

II. El servidor público que teniendo a su cargo fondos públicos, les dé una aplicación pública distinta 

de aquella a que estuvieren destinados o hiciere un pago ilegal. 

Al que cometa el delito de uso indebido de atribuciones y facultades se le impondrán las siguientes 

sanciones: 

Cuando el monto de las operaciones a que hace referencia este artículo no exceda del equivalente de 

quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de cometerse el 

delito, se impondrán de tres meses a dos años de prisión y de cien a quinientos días multa. 

Cuando el monto de las operaciones a que hace referencia este artículo, exceda del equivalente a 

quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de cometerse el 

delito, se impondrán de dos a nueveocho años de prisión y de quinientos a mil días multa. 

ARTÍCULO 268. Cuando las conductas previstas en el artículo anterior produzcan beneficios 

económicos al propio servidor público, a su cónyuge, descendientes o ascendientes, parientes por 

consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado, concubina o concubinario, pareja permanente, 

adoptante o adoptado, a cualquier tercero con el que tenga vínculos afectivos, económicos o de 
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dependencia administrativa directa, socios o sociedades de las que el servidor público o las personas 
' 

antes referidas formen parte, se le aumentarán las penas en una tercera parte. 

CAPÍTULO VI 

INTIMIDACIÓN 

ARTÍCULO 269. Se le impondrán de tres dos a dieznueve años de prisión y, de cien a mil días multa, 

destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión 

públicos a: 

l. El servidor público que por si o por interpósita persona, utilizando la violencia ñsica o moral inhiba o 

intimide a cualquier persona, para evitar que ésta o un tercero denuncie, formule querella o aporte 

información relativa a la presunta comisión de este en una conducta sancionada por la legislación 

penal o por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; 

II. Las mismas sanciones se impondrán al servidor público que por si o por interpósita persona, ejerza 

represalia contra persona que ha formulado denuncia o querella o aportado información sobre la 

presunta comisión de éste en un delito o de una conducta sancionada por la. Ley Federal de 

Responsabilidades de Jos Servidores Públicos, o ejerza cualquier represalia contra· persona ligada por 

vínculo afectivo o de negocios con el denunciante, querellante o informante. 

CAPÍTULO VII 

NEGACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO 

ARTÍCULO 270. Se impondrá prisión de desuno a ocho años, al servidor público que: 

l. Indebidamente niegue o retarde a los particulares la protección, el auxilio o el servicio que 

tenga obligación de otorgarles; o 

II. Teniendo a su cargo elementos de la fuerza pública y habiendo sido requerido legalmente por 

una autoridad competente para que le preste el auxilio, se niegue indebidamente a 

proporcionarlo. 

CAPÍTULO VIII 

TRÁFICO DE INFLUENCIA 

ARTÍCULO 271. Al servidor público que por si o por interpósita persona, promueva o gestione la 

tramitación de negocios o resoluciones públicas ajenos a las responsabilidades inherentes a su 

' 
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empleo, cargo o comisión, se le impondrán de dos a seis años de prisión y de cien a quinientos días 

multa. 

Si la conducta anterior produce un beneficio económico, la sanción se aumentará en una mitad. 

CAPÍTULO IX 

COHECHO 

ARTÍCULO 272. Al servidor público que por sí o por interpósita persona, solicite o reciba 

indebidamente para sí o para otro, dinero o cualquier otra dádiva, o acepte una promesa, para hacer 

o dejar de hacer algo relacionado con sus funciones, se le impondrán las siguientes sanciones: 

CAPÍTULO X 

PECULADO 

I. Cuando la cantidad o el valor de la dádiva o promesa no exceé:la del equivalente de 

quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento 

de cometerse el delito, o no sea valuable, se impondrán de unotres meses a cuatrodos 

años de prisión y de treinta a trescientos días multa; o 

II. Cuando la cantidad o el valor de la dádiva, promesa o prestación exceda de 

quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento 

de cometerse el delito, se impondrán de dos a nueve años de prisión y de trescientos a 

ochocientos días multa. 

ARTÍCULO 273. Se impondrán prisión de seis meses a cuatro años y de cincuenta a quinientos días 

multa, al servidor público que: 

I. Disponga o distraiga de su objeto, dinero, valores, inmuebles o cualquier otra cosa, si los hubiere 

recibido por razón de su cargo; o 

II. Indebidamente utilice fondos públicos u otorgue alguno de los actos a que se refiere el artículo 267 

de este Código de uso indebido de atribuciones y facultades, con el objeto de promover la imagen 

política o social de su persona, de su superior jerárquico o de un tercero, o a fin de denigrar a 

cualquier persona. 

Cuando el monto o valor del objeto del delito exceda de quinientas veces el salario mínimo, se 

impondrán prisión de cuatro a doce años y de quinientos a dos mil días multa. 

CAPÍTULO XI 
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MALVERSACIÓN 

ARTÍCULO 274. Se impondrán de seis meses a dos años de prisión y de treinta a cien días multa, al 

servidor público que, en razón de su cargo, haya recibido en administración, depósito o cualquier otra 

causa, algún mueble o inmueble, perteneciente al erario público o a un particular, cuando: 

l. Los distraiga de su objeto; o 

II. Les dé una aplicación oficial distinta a la que tiene asignada. 

CAPÍTULO XII 

ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO 

ARTÍCULO 275. Comete el delito de enriquecimiento ilícito el servidor público que utilice su puesto, 

cargo o comisión para incrementar su patrimonio sin comprobar su legítima procedencia. 

Para determinar el enriquecimiento del servidor público, se tomarán en cuenta los bienes a su nombre 

y aquellos respecto de los cuales se conduzca como dueño, además de lo que a este respecto 

disponga la legislación sobre responsabilidades de los servidores públicos. 

Al servidor público que cometa el delito de enriquecimiento ilícito, se le impondrán las siguientes 

sanciones: 

Cuando el monto a que ascienda el enriquecimiento ilícito no exceda del equivalente a cinco mil veces 

el salario mínimo diario vigente en el lugar y el momento en que se comete el delito, se impondrá de 

seis meses a cincodos años de prisión y de cincuenta a trescientos días multa. 

Cuando el monto a que ascienda el enriquecimiento ilícito exceda del equivalente a cinco mil veces el 

salario mínimo antes anotado, se impondrán de dos a doce años de prisión y de trescientos a 

seiscientos días multa. 

CAPÍTULO XIII 

USURPACIÓN DE FUNCIONES PÚBLICAS 

7. ARTÍCULO 276. Al que sin ser servidor público se atribuya ese carácter y ejerza alguna de las 

funciones de tal, se le impondrán de uno a seis años de prisión y de cien a quinientos días 

multa. 
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6. INFRAESTRUCTURA ÉTICA: FUNCIONES Y COMPONENTES 

Lecturas: 

• OCDE (1997) 

• Ramio (2001) 

Revisión de códigos de ética a manera de ejemplo: 

• SECODAM 

• PEMEX 

CONCLUSIONES 

• Exposición de conclusiones en grupo a partir de los trabajos desarrollados durante el curso. 
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P reaentacl6n 

El objeto de este articulo es ofrecer un conjunto de reflexaones 

sobre algunos problemas delivados ~e la implantación de la deno­
manada Nueva Gestión Pública en las admanisllaciones púbhcas 
de los paises latinos. Esta cornente renovadora de la admimstrac1ón 

pública surgió en un conjunto de paises desanollados (Reino Unido, 
Estados Umdos, Australia, Nueva Zelanda y Canadá) con una tradi­
ción admmlstrattva que se ha tendido a denominar "anglosajonaN. 

Esta cucunstancia no es casual y supone una base para argumental 

una parte de los problemas y fracasos que ha tenido y puede tener 

la 1mplantac1ón de la Nueva Gestión Púbhca en los países latinos. 
Se adopta un Objeto de estudio muy amplio rpoises latinos") pata 

poder argumental los problemas de forma general que pe1m1ta 

agrupar tanto a los países de Aménca Latina como a los paises 

que conforman la Eu10pa mediterránea. La mayorfa de todos estos 

países tienen unos rasgos comunes, con mdependenc1a de su grado 
de formahzac¡ón, ·cte un modelo de admmtsttación y de una tradaClón 

admmistrattva, que se ha tendtdo a denommar ~continental" y que 
es muy distinta a la de los paises que stguen la tra,dición admints­
trativa anglosajona. 

El articulo hace un rápido repaso al contexto, causas y conte­
mdos de la Nueva Gestión Pública, estructurando las diferentes 
estrategtas que se agrupan en dos couientes: una mayoutaria, las 
corrientes neoempresanales, y otra minoritaria, las coruentes 

neopúblicas. La visión neoempresarial se ha Impuesto de forma 

unllate1al entre Jos políticos y los gestores profesionales de los 

países latmos sin muchas reststenc1as, un ejemplo más de unos 

tiempos muy ahcaonados al "pens.amtento úmco~ Ante esta situa­

cfón, el objeto básico de este estudio es presentar y analizar los 

problemas de la Implantactón de las comentes neoempresanales 

de la Nueva Gesttón Pública en nuestros países 

Cmco son los problemas analizados· 1) el impacto de la Nueva 
Gestión Pública sobre la deftmción del papel. y las caractedsucas 
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de los modelos de Estado y regfmenes de bienestar; 2) los problemas 
deuvados de implantar estrategias de modernlzación que adoptan 
como refeiOncia a paises con una muy diferente tradición adminas· 
trativa; 3) el impacto de la Nueva Gestión Pública sobre las culturas 
administrativas de los paises latinos; 4) las consecuencias negali· 

vas de algunas estJategias de la Nueva Gestión Pública sobre el 

control de la agenda pública por parte de las instituciones públicas 
y los problemas de "capturas" y de potenciales pautas de corrupctón; 

5) la flexibilidad que aporta la Nueva Oestióri Pública y que peimJte. 
a un nivel teónco, configurar un modelo de gestión postburocrátlco 
pero que, en algunas ocasiones, puede denvar en SIStemas preburo­
crállcos de base chentelar. Finalmente, 81 articulo expone un con­
junto de propuestas tentativas que contribuyan a superar los pwble­
mas antes descritos y que faciliten la optimizaciÓn de una buena 
parte de las est1ategias neoempresaliales de la Nueva Gestión 
Pública, sin derivar en situaciones no deseadas y disfunctonales 
para las administraciones públicas de nuestros paises . 
. l Los fundamentos teóricos que utiliza este estudio son muy vana­

dos debido a la amplitud del poliédrico objeto de análisis y al d1seño 
de una variada lfnea argumental. Evidentemente se analiza una 
pana de la literatura de la Nueva Gestión Pública y, más en general, 

de gestión pública y de teorla de la Oiganización. Otra aproximación 
mantiene relac1ón con el Estado y su vinculación con los reglmenes 
de b1enestar utilizando la conceptualización, ya clásica, de Gasta 
Espmg-Andersen (1993) y algunas fo¡mulaCiones del Banco 
Mundial (1997). Otra fuente teórica importante es el neotnstitU· 
e~onal1smo para explicar fenómenos como el isomorfismo y el 

decoupling. Se ut1liza el neoinstitucionalismo organizauvo cultUial 
que se vincula con las couientes de cultura organiza Uva de la teorla 
de la organización. Fmalmente, también se hace referencia a 
planteamientos de la teoría de la regulaCIÓn para argumentar 
algunos problemas relacwnados con la extemalizac16n de los 
servtctos públicos .. que es la base de la denominada AdministraciÓn 
Relacional. 

Es evidente que este estudio .no tiene la fuerza ni el espacio . 
suficiente para agotar todos los p1oblemas y disfunciOnes derivadas 
de la implantación de las estrategias de modermzación, vinculadas 
a la Nueva Gestión Pública, en los paises launas. Pero representa 
un esfue1zo por priori zar y ordenar las disfunciones más Ielevantes 
detectadas hasta el momento y para presentar unas primeras pro-· .. 

·a 
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puestas tentativas que contribuyan a iniciar un proceso de supe· 
ractón de los problemas descritos y analizados. 

t. La lmplantaclón y el Impacto de la Nueva Gestión 
PúbUca en lea adm1Dt.traclone• púbUcaa 

Es habitual posiciOnar la admmistración pública contemporánea 

en varias encruciJadas, y una de éstas es reflex1onai sobre sus 
problemas de legitimidad y credtbihdad soc1al. La administración 

púbhca ha ido perdiendo su vigor formal deiivado de la fo1taleza 
inherente al concepto de Estado clásico y se ha transformado en 
un mstmmento que capta recursos para tiansformarlos en servicios 
duectos e mduectos a los Ciudadanos. La sociedad se ha envalen­
tonado y ha perdido el miedo a una inmensa maqumaria burocrática 
que seguía· destgnios dlflctlmente comprensibles, y disponía a su 
antojo de tmpo¡tantes facetas de la vtda pública y puvada de los 
administrados Los ciudadanos, en su acepción actual, se han 
convertido en "pwpietariosN políticos y económicos de la Adminis­
tración y le ex1gen resultados. En este sentido, la Nueva Gestión 
Pública está onentada a Incrementar la ehcacta y la eficiencia de 

la admimstractón pública. Esta búsqueda es lógica y t1ascendente 
debtdo a que la ausencta de eficacia y ehc1encia del sector público 
pone en pelig10 su legitimidad y estabilidad que puede llegar a 
poner en cuestiÓn el prop1o ststema políttco. ya que en la medida 
en que los gob¡ernos no proporcionen con eficacia las políticas y 
los servtctos públicos demandados socialmente, disminuyen los 
apoyos al sistema polítiCO (Bazaga et al., 1998). 

Durante las últimas cuat1o décadas han stdo numerosas las 
aportactones teóucas y prácticas que han intentado modtflcar los 
parámetros organ1zattvos y la gestión del secto1 público. La admmls­
tración pública tradtctonal va asociada al concepto de burocracia, 
es decir, una organización Jerárquica en que cada untdad tiene 
unas responsabilidades claramente delimitadas estando sus actua­
Ciones Ieguladas medtante reglas escritas y mecanismos de control 
vertical. En su momento, aunque ahora pueda 1esultar una parado­
JO, el modelo de orgamzactón burocrático fue la respuesta a las • necesidades denvadas de la modermdad, una modem1dad raciona-
hzadora que se manifestaba en el donumo de la elic1encta, la predic­
tibiltdad, la calculabilidad y el control tecnológico. Pero la admmts­
tractón pública tradicional, que se mspua en el modelo orgamzatlvo 

burocráttco, ha desauollado con el tiempo disfunciones muy 
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Importantes que tienen como r~aultado m6a substantivo la falta 
de adaptación de las orgamzaciones públicas al contexto socio­
económico actual. 

Después de numerosos intentos fallidos de modificación de los 
parámetros webeuanos que han dommado, y que aún domman, en 
nuestras administraciones públicas. han aparecido de manera 
rotunda durante los años noventa un conjunto de perspectivas 

reformadoras bajo el tftulo mtegrador de Nueva Gestión Pública. 

¿En qué consista la Nueva Gestión Pública? Una primera consi­
deración es que bajo esta perspectiva se agrupan muchas corrientes 
y modelos de gestión diferentes; unos analíticos, la mayorfa de 

carácter normativo; unos genéucos y airas más concretos. Comen· 
tes signihcattvas de la Nueva Gest16n Publica son: la desregulac1ón, 
la agenc1alización, la gerencializac1ón, la piivatización, la externah· 
zac1ón (servicios públicos gestionados por organizaciones privadas 
con y sm ánimo de lucro). la ética en la gestión pública, la particJpa­

~tón Ciudadana, etc.; todo ello mtentando vertebrar un nuevo para· 
<ttgma que se ha denominado "postburocrático" {Barzelay, 1998). 
" Ante esta avalancha de estrategias y herramientas moderniza· 

doras, un entena de clasthcación substantivo podda ser agrupar, 
. ' 

p01 un lado, todas aquellas corrientes de la Nueva Gestión Pública 
que adoptan un enfoque neoempresaual y que hacen énfas1s en la 
economfa, la eficaCia y la eficiencia de los aparatos públicos, y que 
proponen una claentellzac16n de los ciudadanos, por otro Indo, 
existen los enfoques que ponen especial atenc1ón en la Jepohuza· 
c16n, la racionalización y el control de la extemalizacJón de los 
serviciOS públicos, la partiCipación ciudadana y la 6uca en la gas· 
uón pública. El peso real de estos dos gmpos de cornentes es muy 
desigual: las corrientes neoempresauales representan la mayoría 
de la literatura y resultan ser la fuente de inspiración directa de un 
stgnihcatlvo número de equipos de gobierno de nuestras adminis­
traciOnes. Las comentes que podiiamos denommar como neopúbli· 
cas {repolittzación, nueva regulactón, partictpactón y ética), en 

cambiO, son claramente m1nontarias tanto en el mundo académiCO 
como en las bases conceptuales de las m novaciones en la gestión · · 
pública de nuestras adminiStraciones. 

Veamos seguidamente, a un nivel esquemático, las carac­
teristicas, problemas y educas de las corrientes neoempresariales 
y de las corrientes neopúbhcas de la Nueva Gestión Pública. 

características más destacables de las corrientes neoenlpre•¡arialles 

o 

son: 
· Filosotfa de "no remar" sino hacer que los otros "'remen": el 

Estado Relacional y la sociedad del bienestar, más que el Est~do 
intervencionista y del bienestar. 

· Fomentar la mutación de las admmtsnaciones públicas al pasar 
de pmveedoras de serviCios públicos a Intermediarias que "venden" 
serVICIOS . 

· AdopciÓn del lenguaje y los conceptos del sector privado 
· La reducciÓn de la relación entre la Admmistraci6n y la ciuda­

danía a la relación Administración-clientes. 

· Fragmentación de la Admimstración en unidades más peque­
ñas con· una crectente autonomia respecto a la gestión económiCa, 
patumonial, laboral, etc. para que éstas se especialicen en la 
producción de una gama determmada de servicios y se reajusten 
con más fac1hdad a las necesidades de los clientes de los serviCIOS 
públicos. 

· Todo lo antenor se matenaliza en organismos que tienen unas 
formas ¡uridtcas alejadas en mayor o menor grado del Derecho 
PúbliCO. 

Por otra parte, las caracteiÍsttcas más destacables de las comen­
tes neopúblicas son: 

· Se refuerza el concepto de ciudadanía para que permita la 
expresión activa de las op1mones. El concepto de ciudadanía ha de 
servu para, mediante un discurso abietto y pluraltsta, recrear la 
legit1m1dad política en la admmlstractón pública. 

· Se deben reforzar los valores de la cosa pública en los empleados 
públicos y crear una cultura adminiStrativa asociada tanto a la 
eflcac1a y a la eficiencia como a la ética en la gestión pública. 

· Reconocer nuevos derechos con garantía a los ciudadanos. 
- Tener como houzonte la satisfacción del Ciudadano en la utlhza­

ción de los servicios públicos, así como la simplificación del s1stema 
o procedtmtento y tiempo de acceso al mtsmo Aprobar y organizar 
nuevos serv1cios públicos, con o sm externahzactones 

· Ac~uar con punc1p1os y valores como la universalidad y la 
Igualdad en los servicios públicos, contrapuestos a los de econo­
mlcfsmo y gestión. 

· Incrementar la calidad y el número de los servicios públicos 
- Se debe definir claramente qué ámbitos de la gest1ón púbhca 

pueden ser objeto de extemahzac16n (prestaciÓn de serv1c1os públi­
cos por orgamzactones puvadas con o sin ánimo de lucro) y cuáles 
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no pueden se1lo desde la pe1spectiva de las necesidades y de1echoi 
de los ciudadanos. En el caso de los servicios extemalizados se 
debe garantiza¡ la duección, control y evaluación de las autoridades· 
públicas desde una perspectiva económica, legal y de defensa de 
los ciudadanos como receptores de ·los se1vicios públicos. 

¿cuáles son los problemas o cdticas en 1elación con estas dos 
formas de inteipietar la gestión pública (corrientes neoempresa­
liales versus couientes neopúbhcas)? Las criticas y problemas 
asoctados a las couientes neoempresariales son: 

· Existen problemas de cara a vlncula1 el Estado Relacional con 
el Estado de Brenestar, en el sentido de que algunos servicios públr- · 
cos prestados poi organizactones privadas pueden generar efectos 
asimétricos sobre los ciudadanos. 

· En relación con el modelo de Administración Relacional, hay 
que tener presente que una Administración que no "rema" puede 

olvidai los rudimentos básicos de la navegación y perde1 el cont10l 
de la nave. 

• Se confunden medios con fines, al considerarse indicadores y 
'8Ctuactones modernizadoras como fines en si mtsmos (tecnologfas 
de la información, indicado1es de gestión, cambios en los organi­
gramas y en Jos plOcedtmientos, etc.). 

- Se tiende a formular objetivos de actuaciones públicas sin 
compromisos concJetos, que son de diflctl venftcación por par te de 
los ciudadanos. 

- InspuaJse en la gestión privada es un eno1 conceptual grave 
po1 do~ 1azones: por un lado, la gesttón pública acr~d1ta muchos 
aspectos dHerenciales en Ielactón con la gestión pnvada y, poi ot10 
ládo, la teorfa de la gestión privada es una c1ei1eia inmadura y sus 
prescripciones son totalmente coyunturales y suelen tener un 
margen de euor muy elevado (las empresas "excelentes" en reahdad . 
no lo son o bien dejan de serlo en poco tiempo) (Micklethewait, 
Wooidrrege, 1998). 

- Reducu la condición de CIUdadanos a clientes es un paso atrás 
y no al 1evés. Los CIUdadanos son mucho más que clientes de 
servicios públicos, de hecho, los ctudadanos son los acciomstas · 
políucos y aconómtcos de las admlnistractones públicas y llenen· 
muchos más derechos de los que están asoctados al wl de cliente 
Entre la admmJstractón pública y la ctudadanfa no hay un contrato 
come¡cial smo un cont1ato social y politico. 

- Se impulsan organismos que tienen unas formas ;Jurldicas 

• 2 

alejadas en mayo1 o meno1 g1ado del Derecho Público que, como 
consecuencia, atenúan las Iesponsabilidades que tenddan en rala~ 
ción con los ciudadanos (disminuctón de las garantlas) sl formasen 
parte de la Admmistrac1ón clásica 

- La prestón impositiva directa e tnd11ecta sobre los ciudadanos 
pala obtene1 1ecursos es estable (st es que no se inc1ementa) en su 
totalidad. Es decH, las obhgac10nes se mantienen o aumentan roten­
tras que los derechos d1smmuyen. 

- Se incrementan los requisitos y la complejidad de los baremos 

para la uttHzación de los servicios públicos, aunque provoquen 
exclusiones de numerosos colectivos de ciudadanos con el objetivo 
de obtene1 un indtcador económico alto en ¡educción de costes. 

- La fragmentación y la empresanalización del secto1 público 
pueden provoca1 conupción derivada de la defensa de inte1eses 
particula1es y dismanución de las Iesponsabilidades públicas. 

Por otra parte, las criticas y problemas asoCiados a las cowentes 
neopúblicas son 

- Adoptar como eJeS básicos de la gestión pública la igualdad, 
la ·participación, la cultura púbhca, la 18gulactón y el rfg1do contiOI 
de los serv1c1o_s públicos extemahzados se utiliza como excusa al 
no logra1se, por déficit técntcos, una gesttón flex1ble, eficaz y 

eftc1ente. 
- En el fondo, detrás de la defensa de los valores públicos se 

encuentran actores acomodados que tienen como objetivo la 
supervivencia de un modelo burocrático que satisface las necesida­
des particulares de los empleados públicos y no las de la ciuda­
dania. 

Tabla 1 
Modelo• y corriente• de Ge1tl6n Pública y el rol de loa ciudadano• 

Modelo Corrleot01 Corriente• 

Burocr,Uco Neoempreurtal .. Neo pública• 

Dlmen•tlm Votante Votante Ciudadano (mecanasmos 

politice (ideológ1co) (calidad de los serv1c1os) venados de mlluenc1a 

política) 

Dlmen•lón Contnbuyente Cont1ibuyente por AcciOntsta 

económica • S8lVICIOS 

Dlmen1i6n de Usuano Cliente CIUdadano, BCCIOniSta y 

~erviclo• público• chente 

Rol de lo• Pas1vo Activo en la recepción de Activo en todas las 

ciudadano• servicios, pasivo en el resto dimensiones 

de las dimensiones 

Fuente Ram1ó. Mas, Santolana (1999) . 
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Hay que reconocer, como se ha mencionado anteriormente, que 
en la liter~tura de la Nueva Gestión Pública la mayorfa de las apor­
taciOnes pueden considerarse neoempresariales y, en cambio, las 
contnbumones neopúbhcas wpresentan una minada La as1metrla 
se agudua a un naval de impacto real de ambas comentes, ya que 
las aportaciones neopúblicas son mucho menos atractivas para 
los gestores poliucos y para los gestores profesiOnales qua las 
aportaciOnes neoemprese.ne.les. En este sentido, los valores asocia­
dos a la étíca pública (coruentes neopúblicas) son "sólo" valoies 

que pueden aparecer en el plano nOimatlvo (códigos deontológicos, 
declaraciOnes de principiOS, etc.) y que, como mucho, pueden mcor­
porarse en un nivel formal de discurso. Es decu, los valores y la 
ét1ca públicos están en franca desventaja con los valores neoempre­
sanales de carácter instrumental que van acompañados de 

herramientas que favorecen su inmediata implementación. No hay 
que asumir unos valores gerenciales neoempresauales, smo que 

hay que implantar deteimmadas técnicas y recetas y, con el tiempo, 
~se asumen consCiente o inconscientemente estos nuevos valores 
(conceptualmente mucho más pobres que los públicos) asoc1ados 
a estos instrumentos. En cambio, con Jos valores y la ética públicos 
hay primero que mtenonzarlos como valores y después "caigai'' 

con los inconvenientes de gestionar con tantos muam1entos 
deontológicos. En efecto, la as1metlia es desalentadora. 

2. Lo• problemaJJ de la Implantación de la Nueva Gestión 

Pública en lu admlnl•traclone• pública• latina• 
2.1. La definición del modelo de Estado: el có~no no puede 

responder el quB 

Aclarando el titulo de este subapartado: el cómo hace referencia 
a la forma de gestionar, que es lo que intenta aportar y modlftcar la 
Nueva Gestión Pública; el qué hace referencia al modelo de Estado 

que se desea implantar para contribuir a generar bienestar en los 

ciudadanos de un determinado país. En este sentido, pnme1o hay 

que definir el modelo de Estado y después buscar los mejores ' 
InStrumentos de gestión acordes con los objetivos y condicionantes 
del modelo de Estado seleccionado. Nuestra lupótesis es que en 
buena parte de los países de Améuca Latina y de la Europa madi· 
terránea no se ha producido un debate político sobre el modelo de 
Estado que se desea Implantar y, en cambio, si se ha decidido. 
Implementar un nuevo Jnstlumental de gest1ón de la mano de la 
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Nueva Gestión Pública de carácter neoempresarial, que parte de 
unos valores ideológicos y administrativos que acaban, con el 
tiempo, por definir el nuevo modelo de Estado. Es decir, el cómo 
(forma de gestionar) acaba definiendo el qué (modelo de Estado) 

En este sentido hay que abandonar la idea de que la Nueva 
Gestión Pllbltca.es sólo un conjunto de instrumentos para la mejora 
de la gestión. s1no que hay que tener en cuenta que tamb1én lleva 
mcorporados valores ideológicos y administrativos. Además. todos 
estos Instrumentos han nac1do en paises anglosaJones que, con 
anterioridad, si hiCieron el esfuerzo de definir previamente su 
modelo de Estado. Es innegable que buena parte de los mstrumen­
tos de la Nueva Gestión Pública que provienen de EE UU., Remo 
Umdo y Nueva Zelanda están vinculados a un modelo de Estado 
que se puede dehnu como neollbe1al. En una esfera algo más 
progresista, algunos Instrumentos de la Nueva Gestión Pública 

pueden asociarse a las f01mulaciones biitánicas de la ~tercera vía" 

de Blau (1998) y G1ddens (1999) en lo que de forma más conecta 
s~ puede denomma1 como soctedad del bienestar. En efecto, las 
estrategias modernizadoras de la Nueva Gestión Pública alteran 
las relaciOnes entre el sector púbhco, el mercado, el te1cer sectOI y 
la familia, modelando un determinado modelo de Estado De la 
m1sma forma, los InStrumentos de la Nueva Gestión Pública priori­
zan más la efic¡encia, tanto del mercado como del sector púbhco, 
por ene~ma de otros cuteuos como puede ser el de la equ1dad. 

En algunos paises mediterráneos (por e1emplo, España e Italia) 
no se ha pwducido un debate político y social con relaciÓn a cuál 
es el modelo de Estado que se desea Implanta~ de cara al futuro, 
para defmu lo que ambiguamente se ha denommado Estado del 
postbtenestar. En Améuca Le.tma ta!'Tlpoco se ha producido, en la 
mayorfa de las ocasiones, este debate debido a que los organtsmos 
internacionales, fundamentalmente el Banco Mundtal, han inhibido 

la posibilidad de establecer en cada pais esta discusión, dando por 
sentado que sólo extste un modelo de Estado de futuro de carácter 
neohberal. Pero SI América Latina no sólo observara como modelo 
de Estado el de los paises anglosaJones y ampliara sus referencias 
a \uropa, podría apreciar que hay en el debate actual diStintas 

opciOnes de modelos de Estado que van asociados·a diferentes 
concepciones de la gestión púbhca Veamos, a modo de ejemplo, 
los modelos de Estado en cuanto a producciÓn de bienestar que 
presenta Obsta Esptng-Andersen {1993). 
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La estructura do producción de bienestar en las sociedades 
desauolladas oCcidentales tiene cuatro ejes fundamentales y, en 
func1ón de su enlace, podemos tratar do distinguir tipos Ideales de 
lo que se ha venido llamando regfmenes (o Estados) de bienestar, 
que están asociados. a diferentes modelos de sector público. Por un 
lado, está la proviSIÓn pública de bienestar; por otro, la producción 

de bienestar por las familias; y, en tercer lugar, la provisión y 

producción de bienestar que corresponde al mercado. Además 
hablfa que añadir la producción de bienestar; derivada del tercer 
sector (ONOs, fundaciones, etc) que en los últimos años ha experi­
mentado un notable crecimiento. Sector púbhco, familia, mercado 
y tercer sector representan los cuatro vértices de un "rombo" (ver 
hgura1) que .configura el escenario de la provisión de serviciOs y 
del bienestar de un pafs, y que genera un determinado modelo de 
Estado. Valores clave de nuestras sociedades como la igualdad, la 

eqUidad, la dependencia o la soJidaridad se encontrarán potencia­
dos de forma diferente en función de cuál/es de estas cuatro dimen­

'¡siones ropresonte/n la/a fuente/a principal/es do producción do 
.bienestar para la ciudadanfa. Concretamente, para ver las Implica· 

cianea da cada modelo de esta tipologfa son muy útiles los 
conceptos de "desmercanuhzación", "desfamiliarización" y sohda­
rtdad (Espong- Andorson, 1993). 

El concepto de mercantilización, en su fórmula pura, asume que 
las garantfas sociales públicas, aunque sean mfnimas, no sólo no 
erradican la pobreza y el desempleo sino que los fomentan. Es 
decir, se entiende que el mercado asigna eficiente y equitativamente 
los recursos y que la protección social es fuente de abusos, 
corrupción social y ociosidad. Esta formulación originaria, que 
decayó en la época keynes1ana que contribuyó a configurar el 
denommado Estado de bienestar, hoy encuentra nuevos e importan· 
tes ecos en el neoliberallsmo. La idea es que el mercado es 
emancipador de los individuos cuando se le permite funcionar libre­
mente y sm distorsiones: todo el mundo trabajará y se autoproveerá 
de bienestar. Los riesgos que existen sólo serán destructivos si el 
and1vaduo no es suficientemente previsor y traba¡ador. Como se 
observará, esta línea de pensamiento contiene algunos puntos 

débiles muy importantes que han sido ampliamente desarrollados 
en la literatura económica y social. S1 se considera que el mercado 
es un instrumento insuficiente para asegurar el bienestar de las 
personas es cuando se introduce el concepto de "desmercantihzación". 

d 

consistente en cre~r redes públicas de carácter regulativo, dastnbutivo 
y redistrJbutivo que reduzcan las asimetrías económicas Y soctales. En 
todo caso, será esencial ver en cada s1tuaca6n qué grado de "desmer­
cantahzación" existe en cada modelo, es decir hasta qué punto un 
régimen provee de alternauvas reales al mercado para asegurar el bie­
nestar de los individuos. 

Por otra parte, la tam1ha se ha configurado históncamente como un 
magnifico sistema para asegurar el bienestar de las persona~, pero l.a 
educa femmist'a ha tendido a constderar la necestdad de una desfaml­
liarización" ya que las familias también generan en su seno importantes 
astmetrfas. S1 pensamos en las mu¡eres con trabajos no remunerados 

en el seno de la fam1ha y que no forman parte del mercado laboral 
(sltuacJón de buena parte de las muJeres en los paises de Aménca 
Latina y de una parte Importante en los paises europeos med1tenáneos}, 
es evidente que el concepto da f:iesmercantihzactón es insuficiente para 
hablar de régimen emancipador. No se pueda mtentar desmercantilizar 
un fenómeno que prav1amente no está mercantilizado y, por tanto, hay 
que buscar otro mecamsmo de emancapac16n que sea útil en estos 
casos. 

Figura 1 
''Rombo'' de la rovl1lón da •ervlclol da blene1tar 

Tercer 
Sector 

, 

Sector Público 

: . M'odiJlC, .. : 
:inatitucianal: 

(Suec1a) : 

:··M~~~~···: 

. conservador- · 
: continental : 
: (Alemania) : 

Modelo : 
reaidual ; 
(EE.UUJ: 

Mercado 

........... 
Modelo 
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: ' .(~!~~·)' : 

Fuente: Elabotac¡ón ptop1a a pattu de Espmg·Andetser 
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Los interc~mb10s en la familia funcionan por lo general sobre la : 
base de nexos de reciprocidad (no hay pagos); en el mercado se·. 
Intercambian recursos y en el Estado los intercambios se basan en 
la redistubuc16n Esta redistribución que potencia el Estado debe 
entenderse como un camb¡o en la as1gnactón original de riesgos 
sociales enue los ciudadanos. Es dectr, el Estado colectiVJZa los 

nesgo& y los redtstnbuye. Utilizar los conceptos de "desmercant1lt· · 
zación" y de "desfamtliarizacaón .. es útil para analizar los diferentes 
modelos de Estado de bienestar y de sector público, ya que cada 
fuente de producción de bienestar soporta responsabahdades dife­
rentes a la hora de proteger a los indtviduos (ver tabla 2). 

El pumer modelo de régimen de bienestar, stguiendo a Obsta 

Esplng-Ande!Ben (1993). es el denominado instíluc10naJ, que se 
encuentra en los paises escandinavos. En estos pafses la de· 
pendencia de la familia es mfnima porque la umdad bás1ca es el 
indiv1duo y, de esta forma, se evita que la. familia sea la referencia 
para otorgar derechos o deberes soCiales a los miembros. Se trata, 
pues, de un Estado de bienestar muy desfamiliarizado y basado en 
la Ciudadanía, y en el que la provisión estatal tiene una amplitud 
de carácter universal. El sector púbhco de este modelo es enorme y 
provee todo tapo de servicios, y red1stíibuye las rentas, lo que 1m plica 

una desmercanttlización muy acentuada. Ésta es tan elevada que 
los derechos de los individuos son bastante Independientes del 

mercado {de su posición en la escala productiva). Este Estado de 
bienestar se denomina socialdemócrata, y en un plano más opera­
tivo se puede destacar como caracteristica básica Ql\B la financia· 
ctón corre a ca1go de los fondos del Estado cubiertos Can impuestos 
generales con una tendencia muy progresiva, que son admintstra­
dos fundamentalmente por los gobiernos centrales y locales 
Ciertamente, la prestón fiscal es elevada pero la cuan tia y la profun­
didad de la prestac16n duecta de servicios públicos (no úntcamente 
transferencias) es muy alta. Esto se debe a que, además de la 
financiación y la gestión, tambtén la provisión de servicios es 
pública. Cabe señalar, tambtén, que la provisión pública de 
servicios, sobre todo los soc1ales, es una fuente de creación de 
ocupación muy Importante en estos Estados. 

El modelo de Estado lnstituctonal vtncula la provisión pública 
de los setvic1os con la equidad (es decir, descarta la proviSIÓn 
pravada de serviciOs públicos por generar asimetrfas sociales). 
vmculación que hace inviable la aplicación de buÉma parte de las 

f 

estrategias e instrumentos de la Nueva Gestión Pública. 
El segundo gran modelo de régimen de bienestar es el llamado 

residual, que sigue, sobre todo, los Estados Unidos, pero tamb1én 

otros paises de tradición anglosajona (como el Reino ~nido a partir 

de las reformas conservadoras durante las dos décadas pasadas} 

En este caso, la dependencia de la familia no tiene por qué ser 

elevada ya que este modelo pretende evitar prejuzgar los modos de 

v1da ~puvados" elegidos por los ind1v1duos (en la linea del liberalis­

mo político más ortodoxo}. Sin em~argo, en la práctica, esta tesis 

no es tan neutral como se pretende puesto que la no mtervención 

es una dec1s1ón política, pero sobre todo, es una elecc1ón que 

perpetúa un status quo en que la familia (y, en especial, las muJeres) 

soporta con frecuencia cargas Importantes en la provisión de 

baenestar. Es decn, en este modelo liberal de base indlvtduahsta no 

se paite, en teorfa, de un concepto elaborado de familia; pero esto 

acanea que no se tmplemente política alguna de emancipación 

(desfamiliauzación) relevante. En estos Estados es el mercado el 

que está en la base de la estructura de producción de bienesta! Y el 

Estado tiene sólo un papel asistencial menor. La consecuencia de 

esta articulaciÓn es que el parámetro de solidaridad está muy 

limatado ya que la asistencia pública está localizada en grupos 

concretos que han fracasado en el objetivo de asegurarse su propio 

bienestar, y esto le da un linte de prov1s1ón de caridad que 

estigmatiza a los benehcianos y genera dualismo soc1al (se habla 

cada vez más de JnsJders y outsJders para referirse, respectiva· 

mente, a los andividuos para qu1enes el mercado es una respuesta 

y para quienes es lnsuhctente). No ex1ste, por lo tan lo, una verdadera 

estmctura estatal de redistribución de nesgas porque se tiene una 

concepción del 1nd1vtduo que hace que esto se perc1ba como 

mnecesario ya que es responsabilidad de cada ciudadano procurar­

se su propio bienestar. Es evidente que, en este modelo, la desmer· 

canttlización es prácticamente mextstente. 
El modelo de Estado residual encaja a la perfección con la , 

filosofía, las estrategias y las herramientas de la Nueva GestiÓn 

Pública; ésta se msplla en los principiOS conceptuales de este 

modelo de Estado, y sus estrategiaS vtnc~ladas al mercado Y a la 

eficacia y ehcienc¡a son elementos esenc1ales del mismo. 
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Tabla 2 
llodaloa da Eatado da blaoaatar 

Sector púbJJco menos Sector público 

implicado en Ja economla en la economla 

(EB insWuclonal) (EB resJdual) (EB conservador) 

. 'J1161catJ~~ Alta BaJa Med1a Media 

,~ftJJitllw IZIJClOO~ Alta Mediana Baja Muy baja 

hJdlxlad Alta Muy baja Media Med1a 

II<IJd básica Ciudadano lodlvlduo Familia Familia 

·lllplal Suecia, EE.UU., Austria. España, 

Fmlandla Reino Unido Alemania Portugal 

··ute. Ballart, Bamló (2000). 

El tercer modelo de régimen de bienestar es el continental 
europeo (tamb1én denominado conservador). En términos generales 
~ define por ser eminentemente famillarista ya que se fundamenta 
On hombres con carreras profesiOnales ininterrumpidas que suelen 
necesitar una familia que se responsabilice de los menores, los 
ancianos y los enfermos Como la unidad básica es un homb1e con 
una carrera profesional regular, entre los 18 y los 65 años de edad, 
éste es un estándar que resulta d1ffctl de alcanzar para una paite 
imponente de las mujeres de los paises que siguen este modelo. 
En lo relativo a la "desmercantilización". este sistema es algo a m· 
biguo. Al existir seguros públicos o sociales puede entenderse que 
no se confla en el buen funcionamaento de la cobertura a través de 
seguros privados del mercado, pero la dependencia del trabajo (que 

ohece el mercado) es muy alta El 101 del Estado como fuente de 
producción de baenestar radaca en la provisión de seguros públi­
cos (sanidad, pensiones, desempleo y, en menor medida, educación 
y servicios socaales). Este modelo, de corte cnst1ano-demóc1ata 
depende de las contribuciOnes de empresanos y trabajadoiBs que 
condicionan más o menos duectamente las prestaciones posteuo­
les. Por tanto, no se basa en ampuestos generales para su financia­
ciÓn, sino en Impuestos a un sistema diferenciado de seguridad 
social. Estos fondos generalmente son cont1olados por un 
mecamsmo anst1tuc1onal tripartito (Gobierno, sindicatos y asoc1a· 
cienes empresariales). La provisión de servicios en este modelo 
puede ser tanto pública com'o privada porque existen daversos en· 

tO 

granajes y es muy· frecuente el sistema de copago (cierta contrapres· 
tación monetaria por la percepción del servicio público). Se trata 
de un mecamsmo que no es iguaHtario en su estado puro pero que 
pretende favorecer la equidad. El tipo de solidaridad es corporativo, 
es decir organizado Por grupos de ocupación que constituyen un 
universo de nesgas particulares. El mvel de corporativismo (grado 
de umform1dad de los regfmenes) es vanable entre los daversos 
Estados y a menudo taene bases h1stóncas y tradicionales. Por 
eJemplo en !taha, d·ande existe una gran segmentación, hay aproxi­

madamente 130 fondos públicos. de pensiones diferentes basados 

en la ocupación, y en Francia se estima que pueden alcanzar los 

300. 
El modelo de Estado continental eUJopeo o conservador tiene 

capacidad pára absorbe1 una parte de las estrategias de la Nueva 
Gestión Pública, pero tiene dificultades en su implementación 
debido a las complejidades corporativas asociadas a este modelo 

de Estado. 
Fmalmente, hay que destacar que dentro del modelo conservador 

o contmental, los paises del sur de Europa del área del Medite­
uáneo (enue ellos España) han configurado un submodelo que 
posee algunas pecuhaudades. En ·estos paises también ha habado 
una extensión de las pensiones y de la samdad a toda la población, 
y los impuestos o contnbuc1ones se besan en los rendimientos del 
traba1o La admwistración de estos 1ecu1SOS corresponde al 
Gobl8mo central y la provasión de servtcios era llevada a cabo, hasta 
hace pocos años, pm mstituciones públtcas. Otra caracteristica es 
que hay un nivel de gasto social relativamente ba¡o en comparactón 
con las medias europeas. ya que exasten admanisuaciones públicas 
bastante ríg1das. Esto se debe a que, al contrario de lo que acune 
con el modelo anstitucaonal, aquf están mucho más desarrolladas 
las transferenCias económicas que los servicios pübhcos. De todos 
modos, la princapal caracterfstaca de este submodelo europeo­
mediterráneo res1de en el ~famiharismo". que es mucho más eleva­

do que en el 1esto de Estados contmentales debido a la tradición Y 
anaigo de la religión católica. As(. las unidades fam1hares son las 

'que generalmente se utihzan como base para el cálculo de dere­
chos, en lugar de ser el indiViduo como en Escandmavi& El Estado, 
en este modelo, v1ene a se1 subsidiario de la msutuc16n fam1ila1. 
Estos paises, por ejemplo, han sopmtado en los últimos años eleva­
dislmos niveles de desempleo sm que las mstituciones públicas 
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hayan pod1do asegurar subsidios para todos los parados. En 
Situaciones de crisls, las familias han actuado como oeau1et18, 1·' 

unidades de redistribución de los recursos y, por este motivo, no 
existtdo conflicto social. Por esta razón, en la llpolog(a a menudo 
se justifica el establecimiento de esta cuarta categoria de Estados 
que se fundamenta en la piOmoción de valores tradicionales 
miliares. 

Se ha podido aprec1ar, con la ayuda de estos modelos del Estado·· 
de bienestar. la existencia de diferentes tipos de sector público En 
el régimen de bienestar Institucional, el sector público es el eje del 
sistema, presta todo tipo de servicios mediante instituciones pú­

blicas e interviene directa e induectamente sobre la economfa de 

mercado. Los paises que Siguen este modelo tienen elevadfsimos 
porcentajes d8 gasto público en relación con el PJB y poseen un· 
volumen muy importante de empleados públicos. En el rég1men de 

bienestar residual, el secto1 público tiene un protagonismo mucho· 
menor, inteiviene lo menos posible y presta pocos seiVICios públicos. 
·~Los paises que siguen este modelo tienen bajos porcentajes de 
•gasto público en relación con el PIB y poseen un volumen reducido 
de empleados públicos. En el rég1men de bienestar conservador o 
continental, el sector público adopta una posición intermedia, con 
un elevado protagonismo en algunos servicios y con escaso en otros. 
Es un sistema donde el peso no restde ni en el Estado ni en el mer­
cado ni en la famiita. sino en un punto intermedio (salvo en los 
paises europeos meditenáneos donde la familia tiene un gran peso). 
Los paises que siguen este modelo tienen un gasto público de nivel 
medJO·bajo o medio-alto, según los casos, y unos volúmenes vaua­
bles de empleados públicos. 

Fmalmente, se constata que en la actualidad los tres regímenes 
de b1enesta1 están en una sttuación de cambio que complica el 10¡ · 

que debe jugar en cada uno de ellos el sector público. El modelo 
instltucwnal de los paises escandinavos, que es el más estático de 

todos los modelos, va abiiendo espacios hacta el meicado acer· 

cándose al modelo continental o conservador. El modelo restdual 
busca suavizar su dureza acercándose al submodelo europeo­
mediterráneo. En este sentido, la conocida "terce1a vía" de Blaa 
diseñada poi Giddens (1999). "descubre" las vutudes del submo~ 
deJo europeo-mediterráneo de base fam11iar. Finalmente, este 
submodelo conservador-meditenáneo va abandonando paulatina­
mente, por razones de modernidad socJal, su dependencia de la 

J2 

poHeamode­
loa m.Jatoa o 
lúbrldo• qua 
aatúaa proce· 
ao da uaaal­
c:l6a' que U• 
aea UDOa com· 
poaantea tan 
Uaraoa que la 
apUcad6nde 
Juaatrataglu 
modero.l•ado· 
rudalaNuava 
OeatJ6n Pú.bU­
ca. ademU de 
Hr abaorbldu 
ala nalatea­
clall, auponen 
la adopcl6n de 
parámehoa 
proploadel 
modelo de Eli­
tado realdual o 
del neomodelo 
de &atado bi­
brldo aparen· 
temente pro­
grealata vtm;u­
ladoalactual 
gobierno labo· 
rbta brltinlco. 

familia y tiende a adoptar algunos elementos del modelo residual. 
A todos estos cambios hay que aftadir el vigor con el que ha 11urgido 
el denominado tercer sector (ONOs, fundactones, etc.), que aparece 
como un complemento a los servicios públicos pero que con el tiempo 
llande a funcionar bajo parámetros similares a los que operan en el 
mercado En. definitiva, todo está cambiando y es muy dificil prect· 
sa1 los destinos hnales de estas trans.formaciones y, por lo tanto, 
no es posible deftnu con clandad el papel que tendrá que jugar en 

un futuro el sector público en cada escena1io 
De todos modos, la mayorfa de los paises (en especaal los de 

América Latina y los pa(ses de la. Eu1opa mediteuánea) no poseen 
modelos de Estado claramente mstitucionahzados. Más bien poseen 

modelos mixtos o híbndos que están en proceso de transición y que 
taenen unos componentes tan tiemos que la aplicación de las estra­
tegias moderi'uzadoras de la ~ueva Gestión Pública, además de 
ser absorbidas sm ws1stencias, suponen la adopción de parámetros 

propiOS del modelo de Estado Iesadual o del neomodelo de Estado 
hibndo aparentemente progresista vmculado al actual gobierno 
labonsta butánico Esta es la satuac16n presentada al principio del 
subapartado: los Instrumentos de la Nueva Gestión Pública (eJ 
cómo) tienen capacidad para contubuu de forma decisiva a dehnu 

un nuevo modelo de Estado (el qué) 

2.2. El laomorflsmo lnatltu~ional: lo• problemas de Imitar 

modelos lnatltuclonalea de otraa tradiciones admlp.lstrativas 

Ya se ha hecho referencia que las estrategtas modernizadoras 
de la Nueva Gestión Pública se ouginan en paises como Gran 
Bretaña, Estados Unados, Canadá, Australia y Nueva Zelanda, 
paradigmas del modelo anglosaJÓn de administración pública La 
hipótesis de este apartado es que la Nueva Gestión Pública está 
lntlmamente vinculada con el diseño institucional de estos países 
y que cuando se mtenta Implantar a naciones con d1ferentes diseños 
wstltuctonales, como por e1emplo los países latinos, los instrumen· 
tos de la Nueva Gestión Pública pierden buena parte de sus supues­
tas bondades y se transfOiman en estrategias que dthcultan, gene· 
randa disfunciones, la consecución de ehca.cia y eficiencia en las 
InstituciOnes públicas que han dectdado ~importar" estas estia· 

tegtas modeiOazadOJas. 
En este subapartado se analizarán secuencialmente tres dimen­

stones: una primera, que antenta responder por qué los paises latinos 
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han decidtdo lmplantar lnstrumentos vinculados a lnstituciones 
que les son extraflas; una segunda dimensión, que demuestra las 
diftcultades y los hacasos asoctados a la implantación de estrate-

1 g1as que forman parte de modelos admintstrativos ajenos; y, final­
mente, una tercera dimensi9n. que Intenta explicar las causas con­
cretas que hacen Que la Nueva Oestlón PúbHca pueda ser exnosa 
en los paises anglosajones y un hacaso en los paises latinos. Para 
estas tres argumentaciones se utilizará el bagaje conceptual que 
ofrece el enfoque teóuco del neoinsutucionalismo. 

Desde el neoinslitucionahsmo se dehne el concepto de institución 
asociándolo genéricamente a la tdea de "reglas del juego" que 
conforman 'la interacción entre los distintos agentes implicados en 
un determinado entorno sociopolftico. Una institución está con­
formada por normas, procesos y valores que configuran una determi­
nada "manera da hacer" y genera una suerte de "lógica de lo apro­
piado" (March, Olsen, 1997). que establece los parámetros para el 
desa!!ollo de la actividad de los distintos actores implicados. El 
·~onjunto de elementos que componen la institución ayuda a los 
Retores a interpretar las situactones a las que se enfrentan. 1nci­
daendo en la definición que éstos hacen _de sus propios intereses y 
expectativas, a partn de sus responsabilidades instttucionales y 

relacionales con el resto de actores, es decir, aquello que se espera, 
como apropiado, de su papel. En este sentido, la institución impacta 
sobre los agentes a través de tres mecanismos (Sanz Menéndez, 
1997): a) aportando una determinada visión del mundo y de las 
posabiltdades de acctón. b) mtroductendo unas creencias de princi· 
p10, con carácter normativo, que distinguen Jo correcto de lo equivo­
cado, Y e) fiJando unas creencias causales, refendas a las relaciones 
de causa-efecto que se asocian a determinadas acciones. De esta 
manera, la institución no establece sólo un marco de referencta 
para los actores, sino que llega a determinar sus creencias sobre la 
viabthdad de las estrategias a desarrollar en su seno {Salvador, 
2001). 

El análisis de los procesos de carnbto del entramado instltucional 
que imphcan las estrategias de modernización de la Nueva Gestión 
Pública, considerando el predomimo de los referentes extemos en 1 • 

las admlmstraciones públicas latinas, puede asociarse a procesos 
de Isomorfismo mstltucional. Estos procesos hacen referencia a la 
tendencia de ctertas organizactones a adoptar fórmulas mstttucw­
nales aceptadas y consolidadas en su entamo de retere~cta. Esta 
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reproducctón más o menos mimética de las instituclOnes puede 
darse a través de dos tipos de isomorfismo institucional (DIMagglo, 

Powell, 1991)1
: 

- Jsomod1smo coercitivo: como resultado de presiones formales 
e informales ejerctdas por otras organizaciones para que se repro· 
duzcan las estructuras y las pautas de funcaonamiento. Este seria 
el caso, por ejemplo, de las actividades reahzadas desde diversos 
orgamsmos internacionales para el desarrollo de determinadas 
"'soluciones" Institucionales para me)orar la ehcac1s y la eficiencia 
de las administraciones púbhcas de buena pana de los paises de 

América Latma. 
. Isomorfismo mimético: como resultado de procesos de imitación 

de referentes que se cons1deran lideres o ejemplos a seguir Asf. en 
entornos caracterizados por c1erta a.mb1gUedad en los objetivos, 
san un claro criterio para evaluar los resultados, con una importante 
presencia de elementos simbólicos, las organizaciones tienden a 
configurarse a partir de un modelo que Silva como referente que se 
cons1dera más legitimado o exitoso Este seria el caso de algunos 
paises de la Europa meditenánea, entre los que destaca España. 

Pero, ¿por qué los países latinos t¡enden a copiar las estrategaas 
modemizadoras de los paises anglosa1ones? La respuesta es com· 
ple¡a: en los paises de América Latina se p[Qduce una sanergia en­
tre el isomorfismo coercitivo, de la mano de diversos organismos 
económicos mtemac10nales, y el ISomorfismo mimético. En los pai· 
ses de la Europa mediteuánea predomma de forma clara el isomor­
fismo m1méuco La copla o m1meusmo por parte de los paises lau­
nas de las estrategias modem1zadoras de los paises anglosajones 
se pJOduce deb1do a que, en aquellos paises, una parte significativa 
de sus elites políticas y admanistrativas se han formado académica­
mente en EE UU. y en Gran Bretaña. Estas elites optan por un mo­
delo mtelectualmente próximo pero. en cambao, muy aleJado de las 
realidades administrativas de sus propios paises. Otros argu­
mentos que exphcan el fenómeno del isomorfismo mtmético son la 
comodidad y el temor. Comod1dad en el sentido que es más fác1l 
copiar recetas modernizadoras mventadas Y probadas por otws 
que buscar y encontrar desde dentro las soluciones. Temor en el 
sentido que es más fácil 1mpulsar estrategias modernizadoras legt· 
umadas en el exteuor, en paises más avanzados, que exponerse a 
Implantar estrategias autóctonas que, en caso de fracaso, pueden 

ser objeto de feroces educas. 
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Pero el problema reside en que instrumentos que funcionan bien 
en el modelo anglosaJón pueden tener impactos negativos en 
nuestm ffiodelo continental de AdminiStración, ya que los contextos 
InstituciOnales y sociales son diStintos. Además, cuando replicamos 
los modelos anglosaJones en los paises latinos no somos capaces 
de mcorpouu los "matices ocultos" que son la clave del éxito de 
estos modelos y estrategias en los paises de ongen. En este sentido, 

a partu de los canales que propician el 1somorhsmo institucional, 
el sJgu1ente elemento a considerar es el proceso de mstitucwnall­
zac¡ón de las pautas de comportamiento importadas Los procesos 
de instltuciOnallzacJón se refieren a las dmám!Cas a través de las 
cuales una determmada estructura, creencia o actividad se mserta 
en el marco institucional, es decu, se acepta sin discusión y se 
Incluye en los mecanismos de reproducción del ISomorfismo 
mstJtUCional. Esta aceptactón recíproca por parte de un conJUnto 

de actores de una pauta de actuación, como respuesta a problemas 

o inquietudes recurrentes, supone su inserción en las dinámicas 
de funcionamiento habitual de las organizaciones. En este sentido, 
se recupera esta pauta de actuación en respuesta a una mtsma 
sttuactón, sin cuestionar su origen o mantenimiento y desarrollando 
a su alrededor un con¡unto de creencias que le dan coherencia con 

el resto del marco institucional en el que se inserta (Tolbert, Zucker, 
1996) En este proceso de tnstituc10nahzactón, stn embargo, suelen 
aparecer situaciones de decoupUng, entend1das como desa¡ustes 
entre las instituciones formales y el funcionamiento efectivo de la 
organtzactón. Diversos autores han Indicado la desvinculación de 
las estructuras formales entre sf y respecto a las actividades 
desarrolladas habitualmente (Meyer, Rowan, 1991, Mayar, Scott, 
1992, Tolbert, Zucker, 1996) El decouplmg es una respuesta de la 
organización al 1somorhsmo Institucional cuando éste entra en 
conflicto con sus requisitos mfnimos de ehcaCJa y etimenc1a 0 bien 
cuando el conflicto se produce por la existencia de dtversos 
contextos de referencia (dtversos marcos inStitucionales con pautas 

tnstitucJonales que no se ajustan entre si), lo que requiere cterta 

flexibilidad en la mterpretac1ón de las instituciones formales para 
que puedan ser aceptadas por los dtstintos agentes implicados 

El resultado ftnal suele traducuse en una apariencta mstJtucwnal 
que se refle¡a en determinadas estructuras orgántcas y en procesos 
formales, con denominactones similares a las de las organizaciones 
que se han tomado como referentes, y que contrastan con unas 
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dtné.m¡cas muy distintas de funcaonamiento que se adecuan a los 
valores y pautas de actuación propaas del contexto administrativo 
en el que se implantan. El decoupUng genera as( una suerte de 
organización informal, una determinada interpretación de las insti­
tuciones, que se corresponde con los valores, pautas de conducta y 
procesos de trabaJO habttuales en el contexto organizativo en el 
que se aplican. Más que valorar el decoupling como una supuesta 
"perversión" del esplritu de la nueva tnstttuctón, un planteamiento 
práct1co y proacttvo debe valorar el decouplmg como una dmám1ca 
natural que facthta que la instituciÓn se acople en el contexto 
orgamzattvo (Salvador, 2001) Ello no es ób1ce, sm embargo, para 
comprobar s1 realmente estas vanacwnes desvutúan los supuestos 
beneflc1os asoc1ados a la adopctón de la nueva insutuctón (en 
nuestro caso, las estrategiaS modernizadoras de la Nueva Gestión 
Pública) en el sent1do que el decouplmg puede suponer "un cambto 

que no cambta el funcionamiento real de la organtzacJón". Este 

fenómeno tarnbtén edtftca un modelo mtxto entre el nuevo dtseño 
Institucional y el ant1guo, sJtuactón que genera compleJidades y, 

en ocasiones, caos organtzattvo. 
El fenómeno del decouplwg y la mcapacidad de copiar los 

"aspectos ocultos y más hnos" de las estrategtas de moderntzactón 
de la Nueva Gestión Pública son dos razones que pueden explicar 
el fracaso de la 1mplantac1ón de los parámetros de la Nueva Gestión 
Pública en los países lat1nos. Además, estos paises po~een unos 
modelos mstJtucJOnales que hace difícilmente implementable 
buena parte de las estiategias de innovación de la gestlón pública. 
De nuevo aparecen las d1ferenc1as, desde otra perspectiva que la 
analizada en el apartado anterior, entre los modelos de Estado 
anglosa¡ones y los modelos de Estado latmos El modelo de Estado 
de los paises anglosa¡ones representa una combinaciÓn de "Estado 
soberano" y "Estado supermercado"~ (March, Olsen, 1997, Villana, 
Iglesias, 2000) (ver tabla 3), cuyos componentes facilitan tambtos 
radicales dentro de los límites de un s1stema democrátiCO que 

unpltca que pueden absorber con facJI¡dad las estrategias de 
modemtzactón de la Nueva Gestión Pública En cambio, los paises 
latinos stguen más las pautas del denommado Estado corporativo 

(especialmente en Jos países de Améuca Lattna), combtnado con 
algunos elementos de Estado 1nstltuc10nall (March, Olsen, 1997) 

en el caso de los paises latinos mediterráneos más desarrollados, 
que Implica que t1enen grandes dtftcultades para absorber las 
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DuláiiUca de 

Cambio 

transformaciones propuestas por la Nueva Gestión Pública. 
En defíniuva, ·lOs elementos que bloquean, en los paises latinos, 

una parte da las estrategias de modem1zac16n de la Nueva Gestión 
Pública y que, en todo caso, sólo son permeables a cambios de 
carácter incrementahsta, y que fac1htan el decoupJJng y los modelos 
anstituctonales mixtos, son (Barzelay, 2000; V1lloria, lglesaas, 2000): 

- Ningún actor posee peso suficiente para romper el equilibro 

que mantiene el ststema administrativo tradicional. 

- No extste n1nguna mstuuctón que tenga en régimen de 
monopolio la renovación de la gesttón pública. 

- Los programas de renovaciÓn de la gestlón pública no forman 
parte de la agenda por la apatfa y el desinterés de la ciudadania. 

- Los gobiernos están ocupados en politacas públicas con un 
fuerte peso politlco y de interés general que no dejan tiempo para 
plantearse los problemas y disfunciones vinculados a la gestión. 

- Los empleados públicos dedicados a defimr la politice de la 
gestión tienen mucha autonomla al no se1 el centro de 
polltico. 
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Tabla 3 

Modelo• de Eatado y cambio lnatltucional 

Ju•no•mna< su cuJtwa haC1a 

cultwa empresanal 

Vut~ntt~: Elaboract .>pla a partll de Ma1ch, OJaen (1997). 

2.3. El Impacto •obre la cultura orgaoJzatlva: laa 
lmpllcaclonea da una cultura empre118.11al en el Hctor 
público 

La cultura orgamzatlva es el ambiente que se respira en una 
orgamzación. los ntuales y costumbres, las leyendas, los s(mbolos, 
etc La cultura organizattva está presente en todos los tiempos y 

espactos de una organazac1ón pero es difícil de precisar. La cultura 
organazattva puede ser defintda como el producto de un proceso 

danámico por el cual los msembros de una organiZaciÓn aprenden 
las respuestas que deben dar a situaciones problemáticas (Deal, 
Kennedy, 1999). La cultura t1ene que ver con las suposiciones y 
creencias que comparten los miembros de una organización y que, 
a menudo, son la clave explicativa de comportamientos o Situacio­
nes que pueden parecer en ocasaones previsibles y, en otras ocasio· 
nes, sorprendentes. Es decu, se puede entender por cultura organi· 
zativa los comportamtentos observadOs de forma regular en la 
relactórl entre los mdiv1duos que forman parte de una organazacaón, 
los valores dommantes aceptados, la filosofía que orienta la poUtica 
de la Oigamzac1ón hacta los empleados y los caudadanos, las reglas 
de JUego para moverse y progresar dentro de la organización, etc. 
La esencaa del enfoque de cultura organizativa reside en considerar 

las organizaciones como sociedades relativamente autónomas 
dotadas de sus p1op1os procesos de socaallzación, de normas y 

estructuras soc1ales A un nivel general, una cultura orgamzativa 

se ed1hca mediante la aJticulación de mitos, valores e adeología. 
La cultura organizativa tiene unas utilidades muy importantes 

de cara a la dmám1ca y ehcacaa de las organizaciones, influyendo 
de forma muy duecta en el comportamiento y en los resultados de 
las organ1zacwnes Las funciOnes de la cultura organazatlva son 
(Ram16, 1999): 

-. Deftne Umltes, estableciendo dastmciones entre una organiza­
CIÓn y otra Las personas Internas y externas identifican con 
claudad que están en el mteuor de uno determinada orgamzacaón 
con unas especthcidades ambaentales dastlntas a las de su entorno. 

- Transmite un sentido de identidad a los maembros de la 
or~anización. Las personas que Integran la organazación reconocen 
J;;US elementos daferenciales y se 1dentifacan con los mismos. La 
cultura organizauva se convaerte en un instrumento que da sentido 
a actitudes y modelos de comportamiento con una cierta autonom(a 
Jespecto a los valozes sociales de carácter general. Se podrla dec11 
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que una bultura organlzativa fuerte genera un sentlmiento similar 
al de naciona/Jdad entre sus m1emb10s. 

- Facilita la creación de un compromiso personal con los objeuvos 
organlzativos, es decir, genera comp10m1sos amplios que permiten 
superar parcialmente los mtereses egolstas de cada individuo y 
grupo. En este sentido. una cultura organ1zat1va fuerte permite 
superar la fragmentación de obJetivos, mtereses y estrateg1as. 

• La cultura organizativa puede ser un Sibilino sistema de contiOI 

sobre los miembros de una orgamzac1ón, en el sentido que éstos 
'suelen compOrtarse de forma previsible ante dete1m1nados esti­
mulas grac1as. a unos valores y tradiciones. 

Se ha podido demostrar que la administraCión pública no posee 

una única cultura organizauva, sino que, al t1atarse de un enorme 
conjunto de organizaciones que desauollan competencias muy 
diversas, la administración pública agrupa varias culturas organi-. 
zativas. Es, en conclus16n, una macroorganización donde coexasten 
diversas culturas. La adm1mstraclón pública, como orgamzación 
multlcultural (Ramló, 1999), no ha sido todavla analizada aunque . 
sug1ere algunos temas a tratar. Una de las cuestiones más 
Interesantes a analizar podrfa ser cómo la mulllculturahdad de la 
administraciÓn pública puede generar diversos conflictos por la 
inevitable confrontación entre varias pautas culturales. 

¿Qué sucede cuando, de la mano de la Nueva Gestión Pública, 
se 1mpulsa en nuestras administiacaones públicas una cultura. 

organizauva de caráctei neoempresaiial? La situación más 
que suele encontrarse en los paises latinos, cuando se impulsa 
una admimsuación pública una cultura organizativa de ca 
neoempresaual, es que en esta Administración se encontraba 
viamente una cultura organizat1va muy poco asentada y cohe,sn>n,a-¡ 

da, salvo en el caso de colectivos muy profesionalizados que 
unas pautas culturales de caráctei corporativo. Es decir, la Sltua,ci,OO; 

más usual es que en un ámbito de gestión que presenta u 

ausenc.ia o una casi ausencia de cultura organizauva """"'""""""" 
y transversal se introducen unos valores neoempresauales. 
resultado es que no hay choque entre culturas y, entonces, no 
cas1 conflicto Es como llena1 totalmente una botella vacla. 
resultado es que aparece una cultura organazat1va de 
empresanal sin matices. No hay mestizaje cultural; hay una 
cultura. organizallva que baue todos los valo1es (positivos 
negativos) poco articulados que existian previamente. En 

100 

situación, los poliucos se componen como empresarios, los 
responsables administratlvos como directivos o gerentes, y el 
peuonal padece este sistema pero se suele integrar Intentando 
conseguir un benehc1o económiCO al vmcularse sus retribuciones 
con los resultados. Se trabaja con baterlqs de indicadores, 
fundamentalmente econ6m1cos, se manejan sistemas de informa­

Ció.n, cuadros de duecc1ón Integrales.. Estamos, en apariencia y 

en substancaa, ante una empresa ordmalia con alta eficiencia y 

eficacia {pero también con ba¡a eficiencia y eficac1a como muchas 
empresas) y que va perdiendo de vista valores como la eqUidad, la 
igualdad, la ciudadanía, los tmp~ctos sociales, etc. Son éstos unos 
valores que no encajan con cuentas de resultados, con clientes 
todopoderosos, con complementos de productividad, etc. 

Impulsar una cultu1a orgamzativa en estas condiciones genera 
una c1e1ta convulsiÓn imc1al que se supera con la convicción de los 
conveisos, ya que los valores p1evios escasamente articulados gene­
raban mcertidumb1e entre los maembros de la orgamzac1ón pública 
y, en cambao, la nueva cultura otorga un sentido a todo, mcluso a lo 
escasamente explicable o justificable desde un punto de vista de 
la ética púbhca . ¿Cuántos de nuestros buenos empleados públicos 
preocupados poi forma1se leen los fuies de semana los amenos 
bast sallars de empresa que se venden en los ae1opuertos?; ¿y 
cuántos leen la escasa y aburrida literatura de gestión pública? 
Evidentemente muchos en el pumer caso y muy pocos en el 
segundo. El contagiO es ráp1do y supone la enuada de unos valores 

empresauales, antes demontzados, al sectoi público. Al fin los 
empleados públicos leen y se mteresan por los miSmos temas 
(gestión empresarial) que la mayoiia de los gestores de 
organuaCiones puvadas. Es como SI se hubaera caldo otro muro, 
mucho más suul que el muro fís1co que separaba el socialismo real 
del capatahsmo Estamos ante un muro que cuando cae no hace 
ruado y que al punc1p1o apenas genera destrozos. Estamos ante 
una fase de s1lenc10 climco y cuando Jos síntomas sean evidentes 
QUizás no tengamos tiempo de frenar la enfermedad. 

¿Qué sucede, en cambio, cuando la ent1ada de unos valores de 
caráctei neoempresanal choca con culturas sectoriales de ca1ácter 
profestonal? En estos casos depende del tipo de cultura profestonal 
sobre la que se Impulsen los valores neoempresariales. En algunos 
tipos de cultuia pwfesional, como por ejemplo la médica, el choque 
entre culturas puede provocar una s1ne1g1a que multiplique los 
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público o, 

electos negativos de la cultu1a neoompiesailal. Es decl1, una situa­
ción peo1 que en el coso de ausencia do cultula p1ovla. Ot1a posiblll· 
dad es que la cultu1a pioleslonal configme un tipo de 01ganizaclón 
que lo llte1atura califica como misionera (011, 1999); es doch, una 
cu1tu1o con unos contenidos Ideológicos muy fuelles. En esta 
situación s( se produce un choque de culturas y lo más usual es · 
que la cultura empresarial no florezca. Por ejemplo, s1 se tntenta 
Impulsa• una cultu1a neoemp1esa•lal en un ámb1to da gasuón de 
blenestal social es muy pwbable que exista (pa1a bien y iamb1én 
P••• mal) un Iechazo 1adlcal a los nuevos valo1es consida1ados 
como intrusos. 

Finalmente, cuando la cultu1a neoempresa1ial se mtwduce en 
unas Olgenlzaclones o ámbitos de gestión pública con una sólida 
cultu11Í Oiganlzatlva que ag¡upa valo1os públicos (que es una 
situación bastante excepcwnal en las adminlstiaciones públicas 
do los paises latinos), Jos electos son muy distintos a Jos de tos 
escenarios ante1lores. En p1lme• luga1, se pwduce un lógico choque 
ent1e ambas culturas que puedo tone• como desenlace una cultu1a 
'¡o•ganlzauva hlbilda que combina valores públicos con valo•es de 
<ea1ácte1 empiesaiial. Evidentemente, los p1lmews slemp1e van a 
prevalecer sob1e los segundos. Poro el po1centaje de cultu1a empie­
oaiial, aunque mlnorltoiio, puede generar un Impulso muy positivo 
en la gestión de las organi~aciones públicas. Al lm lmporta1á la 
econom(a Y la eficiencia, las técnicas y los instrumentos de gestión, 
se tendrá muy presente la limitación de los recursos, etc. Es deCir, 
el trabajo más técnico y ope1atlvo se lmpregna•á de estímulos 
positivos hacia una gestión profesionalizada. Pero esta d1mens1ón 

estará siempre circunscrita a una cultura y unos valores supenores 
de carécte1 público, de conciencia de la importancia del sector y de 
los pwductos públicos. El o1gullo de politices y empleados públicos 
edificado sob1e los valo1es públicos se ve1á multiplicado al asumir 
de lo1ma més económica, eficaz y eficiente la actividad do gestión 
pública. Poco a poco se Irán perdiendo los complejos en 1elaclón 
con los gesto1es del secto1 plivado ... 

En definitiva, hay que abandono• la Idea de que la lntwducción · 
de valores neoempresariales en la administración pública es posi­
tiva en el sentido que estimulan una gestión mucho más eficaz y 
eficiente. Este escenario sólo es cierto cuando se introducen estos . 
nuevos valoras en admlnlstioolonas públicas Institucionalizadas 
qua poseen unos sólidos valoras públicos. Desg1aciadamante, la ' 

'02 

mayolfa da las administiaciones públicas latinas no posee u 
cultura oiganlzatlva sólida y cohasiomida conliguiada sob1e valo1 
públicos. En esta situación de debilidad· cultu1aJ de Jo público, 
inlloducclón de valmes neoemp•esaliales de la mano de la Nue 
Gestión Pública es muy negativa, ya que los medios (econom 
eficacia y eflciencia) se transforman en los fines y se pierden 
v1sta los obJetivos últimos de los programas públicos y los colecuv 
de Ciudadanos a los que van dtrigidos. 

Pero el 1mpacto de las cornentes neoempresanales de la Nue 

Gestión Pública no se limita a la tiansloimación de la cultu1a y 1 
valores de los empleados públicos; tiene también su impacto 
otros colectivos como los ca1gos pollticos y la ciudadania: 

- Los ca1gos electos y da confianza politice se han enca1gado 
modernizar unas adminiStraciones públicas muy anticuadas. Est 
cargos han observado con desconfianza unos valores buwcráuc 

apegados a dmám1cas obsoletas que se han vinculado erróneamen 
con los valores públicos. Esto ha ~upuesto una cierta behgeranc 
de una parte de la clase política hacia los valores públicos (o lo q1 
creía que eran los valores públicos) y han apostado ciegamen 
por las conaentes neoempresariales para modernizar la Admtn1 
uac1ón. 

- Los Ciudadanos, tiadwionalmente desp1eocupados po1 la adn 
mstrac1ón pública, adoptan una posición que mezcla la deseo 
fianza con la c!Íilca fácil Muchos ciudadanos están encantad• 
con la "puvatazactón" de la Admm1strac1ón y con el ejerciciO de s1 

derechos como clientes. La cultura polftaca de nuestros paises d1s 
mucho de la fortaleza de la de los paises anglosajones. La admin1 
tración pública mteresa poco salvo como opo1tumdad ind1v1du 
para conseguir un empleo seguro. La c1udadanla se ha preocupa( 
escasamente en un mvel colectiVO por los resultados del sector p1 

bhco, y sólo plantea una poco profunda y alliculada critica al lunc•• 
namiento de la Administiaclón. La preocupación de Jos ciudadano 
a un nivel colectivo, tradicionalmente se ha concentrado en lt 
entradas del sector público; por ejemplo, cómo escatimar k 
recursos económicos que percibe por los canales fiscales. Est 
comportamiento colectivo es poco acorde con el Estado de bienes tu 
En el plano individual, en cambio, los ciudadanos si se compoztu 
conforme a Jos parámetros del Estado de bienestar en la búsqued 
de las transfeiencias económicas y en la recepción de todo tipo d 
se¡vicios públicos. En este contexto, la transloimación del rol d 
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ciududanoa a cllantea ae percibe de forma poaitlva en la sociedad 
ya que el rol de cUente permite maximizar loe bienes y servicios 
públicos con una Incidencia Individual. No Importa perder los 
derechos asociados al concepto de ciudadanla ya que afecta a 
bienes y aervlclos públicos con una Incidencia colectiva. 

Tabla 4 

El Impacto do a valoroo neoemprooarlalao oobro lu culturu organba~u 
do ..,. latlnoe 

+lllllono 
(ut1CWKJ8 valorea púbbocl) 

rwoempruartalu 
Mayallalúl "" ,.. 

do la 

(polenl.etl vaklrtJH pUblloou) Nuft'a 0.1tl6n Pública 

Mlnorlcarta .. las 

(valme~~~ 
ootporaUvcw) 

Prestmtu un alp~cw ámbJto.s 
da QC.<>tidn do las 

Fuente; propia, 

2.4. Lu dlflcultadea de la Admlnlatracl6n Relacional en un 
contexto de gobierno multinivel: Lqulén controle la 
a9onda7 y Jo1 problema derivado• de lu 11CBpturaa" 

Una de las consecuencia• más relevantes de la Nueva Gestión 
P~bltca es la configuración de lo que se ha denominado Administra· 
c1"ón Relacwnal, que supone la ruptura con el modelo de administra· 
ci~n pública, uniforme en la dimensión organizaUva, que se encarga 
do goallonar directamente todos los servicios públicos. La 
Admm1stractón Relacional responde a un modelo en que el aparato 
administrativo tradicional reduce de forma drástica sus d1mensio· 
neo, reservándose la capacidad de planificación, decisión, control 

y "evaluación, y refiriendo la gestión directa de los servicios públicos 
a ·una red de Instituciones públicas y, fundamentalmente, privadas. 
E~ este modelo, el sector público deja de ser un único y extenso 
continente para transformarse en un archipiélago de organizaciones 
Instrumentales que tienen unos objetivos muy concretos. Los gas· 
tares públicos ceden su rol de gestores directos de servicios en el 
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marco de unas grandes Instituciones jerarquizadas y se transfor­
man en gestores de redes que tienen como misiQn planificar, decidir, 
controlar y evaluar las acciones públicas implementadas por las 
dtstmtas "'islas" instrumentales. El mecanismo básico que configu· 
ra una Administración Relacional es la externalización de servicios 
públicos, que Implica la gestión de éstos por entidades privadas 

con y sin ánimo de lucm. 
Además de gestionar siguiendo un modelo de Administración 

Relacional, ello se hace en un contexto de gobiemo multlnivel que 
se deriva de la multiplicidad de niveles admm1strativos y de adml· 
nistraciones que posee cada pala. En la mayorla de los paises de 
nuestro entorno hay .ues niveles administrativos: el central, el 
mtermedio (regiones o estados en los sistemas federales) y el local 
(que puede, a su vez, agiUpar varios subniveles). Toda esta red de 
administracwnes púbhcas configura un complejo sistema de rala· 

cienes intergubernamentales en las que fluyen más los conflictos 
derivados de una compete neta· vertical u horizontal que la coopera· 

ción e mtercambw de información. Paradójicamente, el sector 
público de cualquier pais, a pesar de ser inmenso, al estar fragmen· 
tado en millares de admmastraciones públicas independientes, 
éstas gestionan sus redes de servicios con una gran soledad. 
Incluso las administraciones públicas con mayores dimensiones 
(caso de la administración cent1al o de la administración de las 
grandes regwnes o municipios) tienden a fragmentarse en umdades 
administrativas en las que prevalece también más la lógica del 
conflicto entre departamentos estancos que la colaboración entre 
ámbitos administrativos que forman parte da una misma instt· 

tución. 
La externallzación de los servicios públicos es la estrategia 

fundamental que edtflca el modelo de Administración Relacional. 
En buena parte de los pafses launas se externaliza de forma muy 
deficiente ya que no se invierte mucho esfuerzo en planificación, 
control y evaluación de los servicios extemalizados. Hace falta 
definir, en pumer lugar, qué servicios públicos pueden ser objeto de 
extemahzación y cuáles no (por ejemplo, servicios públicos que 
nfanejan información confidencial de los ciudadanos o servacios 
públicos de muy difícil control SI son dtfeudos al sector privado) 
Una vez extemaltzados dete1minados servicios públicos a orgamza· 
c10nes puvadas con o sm ámmo de lucro, la administración pública 
debe asegurar (y por lo tanto mvertn recursos) la preservación del 
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control y de la evaluación de estas organizaciones puvadas que 
prostan servicios de titularidad y con financiación pública. Todos 
estos requisitos de la externaltzación brillan, en la mayorla de 
nuestros paises, por su ausencia ya que ni se planifica (se 
uxtu111ullza de forma reactiva, en el sentido que no se busca de 
formu deliberada más eficacia y eficiencia, sino que se externaliza, 

' por ejemplo, para evitar contratar directamente más personal) ni 
oe controla ni evalúa. Control y evaluación de los servicios externa· 
!izados son actividades complicadas y caras. Evidentemente &1 no 
•o controla ni evalúa, la Admlnlsllaclón no puede garantizar unos 
mlnlmoa estándares de calidad de los servicios externaiizadoa. Les 
organizaciones privadas que prestan estos servicios públicos, 
siempre deseosas de conseguir plusvallas (este objetivo también 
o o porsoguldo por buena parte de las O NOs'). al no sentirse contra· 
ladas ni evaluadas perciben que son loa dueños reales de la agenda 
pública. Esta SitUación privilegiada de las organizaciones pnvadaa 
prestadoras de servicios públicos tiene como consecuencia casi 
in~vltable el encarecimiento de la adminlstraoión del sistema, y 
unos niveles de calidad muy bajos en la prestación de estos servl· 
cioa dúblicos. Ea decir, al no hay planificación ni control y no hay 

evaluación de las redes privadas que prestan servicios públicos, 

no se consigue a mediano y largo plazo la mejora de la eficacia y 
de la eficiencia, que son los dos objetivos fundamentales que 
deberlan perseguir las estrategias de externalización. 

Otro elemento a tener en cuenta es que el éxito de los valores. 
neoempreaarlales en la gestión pública ha acelerado y multiplicado 
las experiencias de externalización de servicios públicos. Pe10 en 
relación con los valores hay que significar, además, que no es lo 
mismo externaiizar desde convicciones "públicas" que externahzar 
desde convicciones "privadas". 

La combinación de la externalización con la cultura neoempre· 
sartal. que implica un notable déficit de valores públicos en los 
aparatos administrativos. puede tener en un futuro graves conse· 

cuoncias para la admlmstración púbhca en diferentes dimensiones. 
Nos centramos ahora en dos de ellas: e) los problemas de 
"capturas" y de potencial corrupción, y b) la cesión de la agenda 
pública a actores privados. 

a) Los problemas da "capturas" y de potencJal couupción-. en los 

palsea en que la corrupción en el sector público está lnstituciona· 
lazada, ésta se manifiesta en los tres niveles de la Administración: 

en la cúpula estratégica (dimensión polltica), en el nivel intermedio 
(dimensión profesional estratégica) y en el nivel operativo (dimen· 
sión profesional operativa). En estos paises la corrupción no es un 
problema de les Instituciones públicas sino que es un problema 
soc1al y los fenómenos de corrupción aparecen tanto en la esfera 
pública como en la privada. Hay otros paises (la mayorla) donde el 
fenómeno de la conupción no es integral y esté localizado en unos 
puntos muy concretos. Por e¡emplo, en los conocidos casos de 
corrupción en Alemania, Franc1a y España las situaciones de co­
nupcaón se concentraron en el ápice estratégico. Es una· conupción 
de carácter polftlco ocasionada por los problemas de financiación 

de los partidos politicos. 
De cualquier modo, en todos los pa(ses (mcluso en los que apenas 

existen actividades corruptas en la esfera pública) ha habido una 
fuerte tens16n sobre los empleados públicos de alto nivel especiali­
zados en políticas reguladoras Muy estudiada por la literatura es 
la situación de "captura" del regulador por el regulado (Noll, 1983). 
el regulador acaba regulando para proteger los intereses del regula­
do. Este fenómeno difiCil de prevenir y de evitar no se puede consi­
derar como corrupción, pero puede estimular actividades ilicltas. 

Un alto empleado público qu8 uene como función controlar un sector 
empresanal muy potente sabe que su carrera profesional prosigue 
de forma natural en el sector puvado trabajando en las potenctas 
económicas que suelen ser los agentes que antes ha regulado. Pero 
todo este fenómeno, restungado hasta el momento a las políticas 
reguladoras, tambaén está invadiendo las políticas dastnbutivas, 
que son mucho más numerosas e intensivas de personal. Con la 
externahzación de los servicios públicos, las relaciones entre las 
administraciones públicas y las organizaciones puvadas prestado­
ras de los serv1c1os públicos pueden ser samilares a las que se 
establecen en las polfticas reguladoras. En este nuevo escenario 
no van a ser excepcionales los fenómenos de "captura" y de corrup­

ción. Esto supone ampliar enormemente las presiones de corrupción 

en la esfera pública. Por esla razón es muy importanle que los 
e~pleados públicos encargados de controlar y evaluar los servicios 
púbhcos externaltzados estén socializados en valores públicos. Pero 

s1 los empleados púbhcos están socializados en valores de carácter 
neoempresarial esto puede Implicar que sean mucho más permea­
bles a la captura y a posibles actos de corrupción. 

b) La cesión de la agenda pública e actores puvados: se suele 
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decir académicamente que estamos, como se ha mencionado 
csnteuormente, unte una Administración Relacaonal {ordenadora y 

daseñadora, pero que no gestiona) en el marco de un gobierno 

multintvel. Ea cl.erto, la axtamelización se basa en una red de agan­
tas privados que colaboran con la Administración en la consecución 
de los ob¡ettvos públicos: esto es una Administración Relacional. 

También es caerto que trabajamos en un gob1erno multimvel: los 

acelerados procesos de descentralización, por a¡amplo, en muchos 
palseo de América Latina, generan una gran fragmentación compe­

tenctal Y situaciones de competitividad entre administraciones pú­
blicae. De todos modos, esta tendencia a la fragmentación no la 
persaguen los agentes privados que prestan servwios púbhcos, que 

liem.len, de (arma natural, a la concentración económwa hasta lle­
oar a sltuaoionas da psaudooligopollo. Con al tiempo se ganaran 
grandes empresas especializ_adas en la prestación de serviCios pú­
blicos que están vmculadas a la vez al gobierno local, a los rnesogo­

blemos (estados o regiones) y a la administración central. Estas 

empresas Llenen una visión transversal del sletema público; visión 
globa\ a Integrada de la que carecen los diferentes niveles públicos. 
Este lipo de empresas puede llegar a tener tanto poder que la 
agenda pública de las diferentes administraciones públicas esté 
on sus manos, ya que poseen mucha més Información que cada 
ad~inistración pública considerada Individualmente. 

2.5. Loe problem- de la flextbllldad admlnl•tratlva: de la 

poatburooracla a la preburooracla cllentellata 

Loa cuatro grupos de problemas analizados hasta el momento 

conducen de forma inevitable a un quinto ptoblema: la consecució~ 
de una anticuada preburocracia de base clientelar y no de la 
anhelada postburocraoia. Las estrategias de modernizaClón de la 
Nueva Oesl16n Pública tienen como principal logro diseñar unos 
sistemas administrativos llexibles. La llexlbllidad se considera, 
de,sde hace unos años, como una viitud de los sistemas admi­
niotrativos más modernos que muchoa han denominado, inlluidos 
por la founulaclón de llarzelay (1998). como postburocrátlcos. Las 
organizaciones públloss postburocrátlcas se pueden también consi· 
derar como sistemas hlbridos y eacaaamente Institucionalizados 
qu'e pueden lograr con agihdad los objetivos de las organizaciOnes 
púullcss. Aunque es cierto que la Uexibllldad pueda favorecer la 
consecución de loa distintos objetivos atendiendo a los princtpios 
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de economia, eficacia y eficiencia, no es menos cierto que la escasa 
institucionaHzacl6n de estos sistemas organizativos permite una 
discrecionalidad que puede favorecer dinámicas poco deseables y 
perversas. 

En la mayoria de los paises latinos no es nada evidente, a dile· 
rancla de los paises anglosajones, que estemos experimentando la 
transformación de un modelo burocrático hacia un modelo postburo­
crático debido a que, quizás, nunca hemos disfrutado de unas 

administraciones realmente burocráticas que r~speten los paiáme­

uos webe1ianos .. NuestJas constmcclones buJocráticas han s1do 

sólo parciales en el sentido que han combinado una sobrebuwcra­
tización esuuctural con una infraburocratizac1ón del comporta­

miento. Es decir, una perversa mezcla de formalismo y clientelismo 
(Shmitter, 1991, citado por Prats, 2000). En de!inttlva, la mayoría 
de los paises la unos, en especial en América Latina, no han poseído 

institUCiones buroc1áticas en el sentldo moderno del término, ya 
que sólo las normas y loS procesos formales han seguido los 
requisitos webeuanos, pero los procesos reales y los valores han 

continuado siendo preburocrát1cos. 

De todos modos, esta esquizohema institucional en la que se ha 
v1vido durante muchas décadas habria conclUido, probablemente, 

con el tiempo, en un predommio de los parámetros burocráticos 
(objetividad, ménto y capacidad, cauera administrativa, jerarqula, 

etc ) sobre los comportamientos clientelares. Los recientes pwcesos 
de democrauzac16n polit1ca, los más reCientes intentos de 1mplan­

tac1Ón de serv1cios CIVIles de carrera y la búsqueda de la eficacia y 
de la eficiencia en los servicios públicos sólo podfan desembocar 

en la configuración de instituciones profesionales y neutrales. Pero 
en pleno proceso de transformaciÓn para conseguir mstituCiones 
plenamente weberianas, apa1ec~ la Nueva Oest1ón Pública que 
nos aconseja relajar y flexibilizar las reglas y los procesos e introdu· 

cu valores de empresa. El resultado lóg1co de esta poco afOJtunada 
int1om1sión no es el desauollo de unas instituciones postburo­

crátlcas, smo de unas instituCiones preburocrátlcas en las que 
predomina el cllentehsmo y la insegundad jurldica. St damos por 
bteno el principio de que la "nueva Iiqueza de las naciOnes" se ve 
hoy en tunc1ón principalmente de la calidad de las instituciones 

(públicas. en nuestlo caso) y de sus capacidades de acción colee­
uva (Prats, 2000), se puede alirmar que la Nueva Gesttón Pública 
no ha contnbuido m está contribuyendo, sirio más bten lo contrano, 
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al <lesanollo humano en nuestros paises. 

3. Propuaataa tantatlvaa: Jaa condiciona• para Implantar Ja 
Nueva Oaatlón PúbUca an loa palaea latlnoa 

Cambiar la tendencia de esta reciente crisis del sector público 
do nuestros paises es posible, aunque hay que reconocer que va a 
ser una tarea complicada. La estrategia básica seria hacer un 
esfuerzo en formación y socialización en unos valores y una éttc·a 
pública moderl).a que contribuya a configurar una nueva cultura 

oruanlzotlva. No se trata tanto de dar marcha atrás sino de recon· 
ducción de la situación. Los parámetros culturales neoempresariales 

son tan recientes e oncipientes que es relativamente sencillo contex· 

tualizarlos on unos valoree superiores de carácter público. Deben 
dlseftarse unas estrategias que tengan como objeto revitalizar 
valoree públicos como la lealtad Jnelltucional, la integndad, la 
objetividad e independencia, la competencia profesional, la confl­
denclalidad, el respeto a las personas, y reforzar las dimensiOnes 
polftlcas, sociales y técnicas que permitan diseñar una "lnfraes· 
tructura de la ética pública" (OCDE, 1998). Estos valoree y ética 
públlc~s no se deben divulgar sólo en las organizacwnes públicas, 
sino también en las organizaciones privadas que prestan servicios 
pútJIIoos. Además, deberla hacerse un esfuerzo por trasladar estos 
valores y fundamentos éticos a la sociedad. 

Los objetivos de la estrategia de revalorización del sector público 
están relativamente defmidos pero, en cambio, no sucede lo mismo 

con el proceso que contribuya a su consecución. En este sentJdo, 
sin ánimo nl competencia suficiente para poder ser exhaustivos, 
se pueden destacar algunos elementos: 

1) Los partidos políticos de cada pala, con representación parla· 
mentaria, deben definir el modelo de Estado que configure el siete· 
ma uutóotono nacional de provisión de bienestar y de desarrollo 
humano a loe ciudadanos. El Estado neollberal o residual es una 
opción más, pero no es la única ya que hay muchas formas distin· 

tae dentro de loe ejes Intervención positiva versus intervenciÓn nega· 
tlva y búsqueda de la eflolenola del mercado versus equidad y 
efic~cla del mercado. Estos distintos mecanismos Implican dlferen· 
tes maneJas de relacional el secto1 público, el mercado, el tercer 
SectOI y la (&mili&. 

2) Loe cargos electos·deben definir el modelo de administración 
pública <lel futuro: sus espacios de actuación, su modelo de gestión, 

sus relaciones con el sector privado, etc. Debe definirse un modelo 
de futuro atendiendo a las especificidades de nuesuo modelo de 
Administración (modelo continental), evolución histórica, arquitec· 
tura tenitorial y nacional, etc. 

3) Loe cargos electos, con la participación del resto de. las for· 
maclones polfticae y con la Intervención de distintos estamentos 
económicos y sociales, deben definir. unos valores e ideologta orga­
mzativa especilacos paJa nuestras administraciones públicas. Im­
plantar un se1vicio civil de canela es un paso absolutamente im­

prescindible para conseguir unas administraciOnes con valores 

públicos. neutrales y eficaces. 
4) Loe funcionarios de alto nivel deben diseñar planes de solee· 

c1ón, formación y soCialización acordes con los' valores e ideología 

organizativa p1~viamente definida. 
5) Una primera fase de formación es transmitir a los cargos 

electos. puestos de confianza polltica y a Jos dnectivos públicos 
profesionales los nuevos valoies e 1deologla. Los politicos y los 
duectivos públicos rep1esentan el mayor canal de dtvulgación cultu­
ral en las oiganizaciones públicas 

6} Deben definirse códigos deontológicos genéricos pero que 
puedan ser aplicables. Hay que evitar la inh1bic1ón de polfticos y 
directivos públicos en la aplicación de sanctones ante los compOita­

mientos discordante& con dichos códigos. 
En IelaCión con la extemahzación, como máx1ma expresión del 

modelo de Administración RelaCional propuesto por la Nueva Ges­

tiÓn Pública, deberian adopta1se, al menos, las siguientes medadas 

de carácter técnico: 
1) Plantfwar, a un nivel integral de una Administiación. una 

estrategia común de externalización, dehmendo: 
- Qué seivactos públicos pueden ser susceptibles de externaliza· 

c16n y cuáles deben mantenerse en régimen de gestión directa por 

pa1te d~ la Admmistración. 
- Optar por un modelo antegrado de externahzaci6n (el impulso 

lo dec1den las instancias centrales de la Administración) u optar 
por un modelo descentralizado en el que cada departamento,. agen· 
ctl.' etc. decide su pmpia estrategia de extemahzación. 

- Hay que dehnu qué tipo de agentes privados se desea pnorizai 
en la política de extemalizacaón: empresas con ánimo de lucro u 
orgamzacaones del tercer sector; orgamzacaones pequeñas (que sólo 

p¡estan un servicio puntual en un determinado ámbito público) u 
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oruonizacwnes con grandes dimensiones (que prestan varios tipos 
de servicios públicos a muchos departamentos). Hay que tener 
presente que la J'¡dmlnlstraclón tiene la capacidad (si actúa do 
forma proactlva) de articular el tipo do tejido empresarial do presta­
ción do servicios públicos que estime más conveniente en función 
de sus intereses (y no sólo de los Intereses del funcionamiento 
natural del mercado). 

2) Un buen criterio podrla ser no externalizer aquello que se 
desconoce cómo se gestiona (por ejemplo los servicios públicos 
emuruentes), ya que las dificultades de control y de evaluación 
son, en estos casos, enormes debido al desconocimiento de los 
problemas reales con los que so enfrenta este tipo de gestión. 

3) Deben asegurarse los mecanismos jurldicos de control de la 
uustlón, do los resultados y del Impacto de los servicios externall­
zados (por ejemplo, normativa reguladora general, pliegos de 
condiciOnes, etc.). Este requisito suele ser observado por la meyorla 
de las administraciones públicas, pero es poco' operativo si no se 
resuolve bien el siguiente requisito. 

4) Hay que diseñar que una parte de la administración pública 
se en~arguo de forma constante del CO(\trol y de la evaluación da 
los servicios externallzadoo. Debe capacitarse al personal para que 
pueda desempeñar estas funcionas, asf como diseñar un alstema 
de 10tuc16n de los empleados públicos que se encargan del control 
de ias organizaciones prlvadas prestadpras de servicios públicos 
para evitar posibles capturas y prevenir potenciales casos de co­
rrupción. 

b) Eatolliecor una unidad central (agencia u otro tipo de modelo 
organrzativo) que se encargue del control y evaluación final de la 
externallzación de toda una Administración o de la globalidad de 
un nivel admrnlstrativo (por ejemplo, el gobierno local). 

Coruo conclusión, se puede afirmar que las estrategias neoem­

prosariales de la Nueva Gestión Pública pueden ser útiles para 
mejorar la econom(a, ehcacia y eficiencia de las admmistrac10nes 

públicos de los pafsos latinos y contribuir al desarrollo humano de 
eatu• socledade•. Pero para que el rendimiento positivo de estas 
estrotoulas sea posible hay que atender. al menos, cuatro requisitos: 
en pramer lugar, definir un modelo de Estado autóctono como 
resultado del pacto social de cada pals e implantar unas nuevas 
instituciones públicas acordes con la tradición histórica y la cultura 
administrativa de cada nación para evitar los fenómenos de 

1 
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deooupllng y de isomorfismo Incompleto e Imperfecto. En segundo 
lugar, hay que equilibrar los valorea de empresa asociados a las 
estrategias más relevantes de la Nueva Gestión Pública con la 
implantación de valores neopúblicos: al principto hay que asentar 
unos valores públicos bás1coa y sobre ellos edificar valorea de 
carácter eficientista. En tercer lugar, hay que implantar la Adminis­

tración RelacJOnal invirtiendo en capacitación técnica de los 
empleados públicos para que éstos sean capaces de ahontar todas 

las complejidades deuvadas de la gestión de redes Finalmente, 
un cuarto requasito transversal consiste en implantar un ser~icio 

civil de carrera que permita canalizar y consolidar una cultura 
admmistratava potente y que favorezca la profeslOnahdad y com­

petencia técnica de los empleados públicos. 
Es posible que estas condiciones que deben acompañar la im­

plantación de las conientes neoempresauales de la Nueva Gestión 
Pública impliquen, con el t1empo, formular un nuevo paradigma 

para modermzar nuestras adm1mstrac10nes públicas. Esta necesi­

dad deberla ser un elemento bás1co de la agenda del futuro de 
todos los estudiosos de las admimstrac10nes públicas de nuestros 

paises Hay que pasar del "que piensen e inventen ellos" (los anglo­

sajones) a explmar nuestros propios modelos y estrategias de mo­

dem¡zación de la administración p_úbhca. 

Notas 

(1) Estos autor ea también hacen menc1ón a un tercer t1po de 1sornorhsmo: 

la presión normativa, en referencia al Impacto de los colectivos profesionales 

que definen aquello que se considera "buenas práctlcasH a reproducu. 

(2) La Nueva Gesttón PU.bhca es un producto de este modelo de Estado, 

pero en otros contextos Institucionales este modelo de Estado es el resultado 

de la implantación de la Nueva Gestión Pública. 

(3) De todos modos. el modelo de Estado mstltuetonal es un re(Je¡o de los 

paises del norte de Europa, en espectal, de los paises escandinavos. , 
(4) En este senudo, hay que destacar la fuerza con la que ha surg1do el 

tercer sector (O NOs, fundaciones. asociaciones, etc.), que ha aprovechado 

los espaCIOS hbres que ha de¡ado la admtntstraclón pública Una parte 

lmpoitante de estas nuevas orgamzac10nes ha adoptado pautas parecidas a 
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lu de laa organtzaolonee oon 'ntmo de lucro. El extraordinario vigor con el 

que ha 11urgtdo el tercer 1ector no deja de 1er 101p1endente en unoa pata ea 

donde el capital aoclal y el tejido aaoclaUvo ha aldo tradicionalmente bastante 

débil y eeoaao. Ea otro ejemplo m6.• de la adopción de unoa meoanl1mo1 

proptoa de modelol oon pauone11 oulturalel dUerentel a loa nueatroa. El 

t~Ictn auctor ea cuantltatlvamente Importante pero hay dudaa aobre au 

cons1stencla cualitativa. Se podrla plantear que es un sector poco maduro, 

que puede tender a funcionar como empreaaa privadas al captar,algunoa 

oolecUvoa de umpumdedorea con eacaaa conotencla en determinados v¡dorea 

aoclale•. que buscan ea pactos de autoooupaclón ante la falta de empleo en el 

sector pdvado tradicional. Muchas O NOs no responden a las caracterlstlcaa 

de las organl¡actonea misioneras y adoptan conftguractones parecidas a las 

du las organl¡actonea privadas en el sentido que el •nlmo de lucro ea el 

objuttvo tmpllolto de 11ua estrategias. 
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